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ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2016, Año de la Lucha Contra la Diabetes”
	



PRIMERA SESION DEL SEGUNDO PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES.

SEGUNDO AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA SEXAGÉSIMA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

1º. de Septiembre de 2016.

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza: 

Muy buenos días. 

Damos inicio a la  Primera Sesión del Segundo  Período  Ordinario de Sesiones del  Segundo Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima  Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.  

Se solicita a las Diputadas y Diputados  presentes que registremos  nuestra asistencia mediante el sistema electrónico. Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez, sírvase informar sobre el número de integrantes del Pleno que están presentes y si existe quórum para el desarrollo de la sesión,  no sin antes informar que la Diputada Lariza Montiel Luis y el Diputado Shamir Fernández Hernández  y la Diputada Carolina Morales Iribarren no asistirán a la presente sesión por causa justificada. 
Abrimos sistema. Cerramos sistema. 
Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez: 
Buenos días. 

Diputado Presidente, se informa que estamos presentes 19 Diputadas y Diputados, que somos la mayoría de los integrantes del Pleno, por lo que existe quórum legal para el desarrollo de la sesión. 

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza: 

Habiendo quórum, se declara abierta esta sesión y válidos los acuerdos que se aprueben  en la misma. 

Diputada Secretaria  Georgina Cano Torralva,  sírvase  a dar lectura al Orden del Día propuesto para el desarrollo de esta sesión. 

Diputada Secretaria  Georgina Cano Torralva: 
Orden del Día de la Primera Sesión del Segundo Período Ordinario de Sesiones, del Segundo Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

1° de septiembre del año 2016.

1.- Lista de asistencia de las Diputadas y Diputados de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado.

2.- Declaratoria de apertura de la sesión. 

 
3.- Lectura, discusión y, en su caso aprobación del Orden del Día propuesto para el desarrollo de la sesión. 


4.- Declaratoria de apertura del Segundo Período Ordinario de Sesiones, del Segundo Año de Ejercicio Constitucional, de la Sexagésima Legislatura del Estado. 

5.- Lectura del informe de correspondencia y documentación recibida por el Congreso del Estado.

6.- Intervención del Diputado Melchor Sánchez de la Fuente, para dar lectura al Informe de los trabajos desarrollados por la Diputación Permanente del Segundo Período, del Segundo Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado.

7.- Lectura de Iniciativas de Reforma Constitucional:


A.- Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que modifican diversas disposiciones a la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como a la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Sergio Garza Castillo, de la Fracción Parlamentaria “Hilda Graciela de Pérez Arreola”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila y el Diputado Leonel Contreras Pámanes, de la Fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares”, del Partido Primero Coahuila, mediante la cual propone eliminar la figura jurídica del fuero.

B.- Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma el Artículo 118 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Javier de Jesús Rodríguez Mendoza, de la Fracción Parlamentaria “José Mario Molina Pasquel y Henríquez”, del Partido Verde Ecologista de México, mediante la cual propone incorporar el desarrollo armónico del concepto de la conservación del medio ambiente, en la educación inicial, especial, primaria, secundaria y media superior que imparta el Estado.

C.- Segunda lectura de una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma el Artículo 60 y las fracciones I y II del Artículo 196 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto del Diputado José María Fraustro Siller, mediante el cual propone acortar los tiempos de trámite de las reformas constitucionales.

D.- Segunda lectura de una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma el Artículo 19 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada el Diputado Leonel Contreras Pámanes, de la Fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares”, del Partido Primero Coahuila, conjuntamente con la Diputada Luisa Ivone Gallegos Martínez, de la Fracción Parlamentaria “Dorotea de la Fuente Flores”, del Partido Nueva Alianza y el Diputado Sergio Garza Castillo, de la Fracción Parlamentaria “Hilda Graciela de Pérez Arreola”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila, mediante el cual propone instituir la revocación de mandato como derecho de las y los ciudadanos coahuilenses.

E.- Segunda lectura de una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se adiciona un párrafo quinto, al Artículo 7, y un párrafo segundo al Artículo 170 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto del Diputado Melchor Sánchez de la Fuente, mediante el cual proponen que no sea requisito presentar constancias de no antecedentes penales a quienes aspiren tener un empleo, salvo aquellos cargos públicos que, conforme a la ley sea necesario este requisito.

F.- Segunda lectura de una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma el numeral 5 del Artículo 7, Artículo 74-D, el numeral 4 del Artículo 195, así como la adición del inciso g del numeral 5 del Artículo 27 y un párrafo al Artículo 138 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Sergio Garza Castillo, de la Fracción Parlamentaria “Hilda Graciela de Pérez Arreola”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila,    conjuntamente con la Diputada Luisa Ivone Gallegos Martínez, de la Fracción Parlamentaria “Dorotea de la Fuente Flores”, del Partido Nueva Alianza y el Diputado Leonel Contreras Pámanes, de la Fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares”, del Partido Primero Coahuila, en relación al fortalecimiento de la autonomía de los organismos ciudadanos y la independencia de los poderes estatales.

8.- Lectura de Iniciativas de Diputadas y Diputados:
A.- Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma el Artículo 7 de la Ley para la Declaración de Ausencia por Desaparición de Personas del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de la Diputada Georgina Cano Torralva, mediante la cual propone eliminar la obligación de publicar en los diarios de mayor circulación de la entidad, las resoluciones sobre declaración de ausencia por desaparición de personas.


B.- Iniciativa con Proyecto de Decreto que adiciona la fracción XVI al Artículo 13 de la Ley para la Protección de los no Fumadores en el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Luisa Ivone Gallegos Martínez, de la Fracción Parlamentaria “Dorotea de la Fuente Flores”, del Partido Nueva Alianza, mediante la cual propone prohibir fumar dentro de cualquier tipo de vehículo en compañía de menores de edad.


C.- Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma el párrafo segundo del Artículo 14 de la Ley para la Protección de los no Fumadores en el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, de la Fracción Parlamentaria “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”, del Partido Socialdemócrata de Coahuila, mediante la cual propone que los conductores de vehículos o taxis de transporte individual, se abstengan de fumar en interior de los mismos cuando viajen acompañados de niñas, niños y adolescentes; precisándose que la inobservancia de esta disposición se sancionará como infracción de tránsito por las autoridades municipales.

D.- Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma el Artículo Tercero, al que se adiciona una fracción XXI  y el Artículo 33, al que se adiciona una fracción cuarta, de la Ley de Desarrollo Económico del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto del Diputado Javier Díaz González, mediante la cual propone que los Consejos Regionales de Desarrollo Económico estén integrados también, por un representante de las Universidades Públicas instaladas en el Estado o la región correspondiente, que deberá ser invariablemente el Rector de las mismas.

9.- Dictámenes de Reforma Constitucional:
A.- Segunda lectura, discusión y en su caso aprobación, de un Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, relativo a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma el Artículo 158-U, fracción V, numerales 2 y 8 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto del Diputado Luis Gurza Jaidar, en materia de hacienda municipal, presentación ante el Congreso, de la Iniciativa de Ley de Ingresos por parte de los Municipios.

10.- Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de dictámenes en cartera:
A.- Dictamen presentado por las Comisiones de Finanzas y Hacienda con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Acuña, Coahuila, mediante el cual solicita que se autorice a dicho municipio a que afecten sus Participaciones y/o Aportaciones Federales que le correspondan, hasta por la cantidad de $1,813,000.00 (Un Millón Ochocientos Trece Mil Pesos 00/100 M.N.), para cumplir con el pago de las obligaciones económicas contraídas en el Convenio de Colaboración y Concertación entre el Poder Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría de la Defensa Nacional, los Gobiernos de los Estados de Coahuila de Zaragoza, Chihuahua y Durango, así como los 38 Municipios del Estado representados por el Presidente Municipal de San Pedro,  Coahuila, así como diversas Cámaras y Organizaciones Empresariales, con objeto de llevar a cabo en el Municipio de San Pedro,  Coahuila, la construcción de las Instalaciones de una Brigada de Policía Militar, compuesta por un Cuartel General de Brigada, Tres Batallones de Policía Militar y un Batallón.
B.- Dictamen presentado por las Comisiones de Finanzas y Hacienda con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de San Pedro, Coahuila, mediante el cual solicita que se autorice a dicho municipio a que afecten sus Participaciones y/o Aportaciones Federales que le correspondan, hasta por la cantidad de $1,027,000.00 (Un Millón Veintisiete Mil Pesos 00/100 M.N.), para cumplir con el pago de las obligaciones económicas contraídas en el Convenio de Colaboración y Concertación entre el Poder Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría de la Defensa Nacional, los Gobiernos de los Estados de Coahuila de Zaragoza, Chihuahua y Durango, así como los 38 Municipios del Estado representados por el Presidente Municipal de San Pedro, Coahuila, así como diversas Cámaras y Organizaciones Empresariales, con objeto de llevar a cabo en el Municipio de San Pedro,  Coahuila, la construcción de las Instalaciones de una Brigada de Policía Militar, compuesta por un Cuartel General de Brigada, Tres Batallones de Policía Militar y un Batallón de Operaciones Especiales.

C.- Dictamen presentado por las Comisiones de Finanzas y Hacienda con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Múzquiz, Coahuila, mediante el cual solicita que se autorice a dicho municipio a que afecten sus Participaciones y/o Aportaciones Federales que le correspondan, hasta por la cantidad de $916,000.00 (Novecientos Diez y Seis Mil Pesos 00/100 M.N.), para cumplir con el pago de las obligaciones económicas contraídas en el Convenio de Colaboración y Concertación entre el Poder Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría de la Defensa Nacional, los Gobiernos de los Estados de Coahuila de Zaragoza, Chihuahua y Durango, así como los 38 Municipios del Estado representados por el Presidente Municipal de Múzquiz,  Coahuila, así como diversas Cámaras y Organizaciones Empresariales, con objeto de llevar a cabo en el Municipio de Múzquiz,  Coahuila, la construcción de las Instalaciones de una Brigada de Policía Militar, compuesta por un Cuartel General de Brigada, Tres Batallones de Policía Militar y un Batallón de Operaciones Especiales.

D.- Dictamen presentado por las Comisiones de Finanzas y Hacienda con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Escobedo, Coahuila, mediante el cual solicita que se autorice a dicho municipio a que afecten sus Participaciones y/o Aportaciones Federales que le correspondan, hasta por la cantidad de $263,000.00 (Doscientos Sesenta y Tres Mil Pesos 00/100 M.N.), para cumplir con el pago de las obligaciones económicas contraídas en el Convenio de Colaboración y Concertación entre el Poder Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría de la Defensa Nacional, los Gobiernos de los Estados de Coahuila de Zaragoza, Chihuahua y Durango, así como los 38 Municipios del Estado representados por el Presidente Municipal de Escobedo,  Coahuila, así como diversas Cámaras y Organizaciones Empresariales, con objeto de llevar a cabo en el Municipio de Escobedo, Coahuila, la construcción de las Instalaciones de una Brigada de Policía Militar, compuesta por un Cuartel General de Brigada, Tres Batallones de Policía Militar y un Batallón de Operaciones Especiales.

11.- Clausura de la sesión y citatorio para la próxima sesión.
Diputado Presidente, cumplida la lectura del Orden del Día. 
Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza: 

Gracias Diputada. 

Se somete a consideración el Orden del Día. 

No habiendo  intervenciones, se somete a votación el Orden del Día, pidiéndose a las Diputadas y Diputados presentes,  que mediante el sistema electrónico emitamos nuestro voto y a la Diputada Secretaria   Georgina Cano Torralva, que tome nota de la votación  e   informe sobre el resultado.

Abrimos sistema.   Cerramos sistema. 

Diputada Secretaria  Georgina Cano Torralva: 
Diputado  Presidente,   el resultado de la votación es el siguiente: 21 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 
Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza: 

Conforme el resultado de la votación, se aprueba por unanimidad  el Orden del Día propuesto para el desarrollo de esta sesión en los términos en que fue presentado.

Conforme a lo dispuesto en el Artículo 226 de la Ley Orgánica, se procede a la declaratoria de apertura del Segundo Período Ordinario de Sesiones, pido a las Diputadas y Diputados, así como a todos los presentes, que se sirvan poner de pie. 

“El Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, abre hoy,  1º de Septiembre de 2016, el Segundo Período Ordinario de Sesiones, correspondiente al Segundo Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura.  Asimismo,  en observancia en los dispuesto en el Artículo 227 de la Ley Orgánica del Congreso, expídase el Acuerdo en que se dé cuenta de la celebración de este Período Ordinario de Sesiones y comuníquese en la forma señalada por la misma disposición.”

Muchas gracias, favor de tomar asiento. 

Solicito a la Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez, se sirva dar lectura al informe de correspondencia y documentación recibida. 

Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez:

Informe de correspondencia y documentación recibida por el Congreso del Estado

1 de septiembre de 2016

1.- Oficio del presidente municipal de Viesca, mediante el cual solicita que se autorice a dicho municipio a que se afecten sus participaciones y/o sus aportaciones federales que le correspondan, hasta por la cantidad de $381,000.00, para cumplir con el pago de las obligaciones económicas contraídas en el convenio de colaboración y concertación entre el Poder Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría de la Defensa Nacional, los gobiernos de los estados de Coahuila de Zaragoza, Chihuahua y Durango, así como los 38 municipios del estado y  organismos empresariales, con objeto de llevar a cabo en el municipio de San Pedro Coahuila, la construcción de las instalaciones de una brigada de policía militar, compuesta por un cuartel general de brigada, tres batallones de policía militar y un batallón de operaciones especiales.

Túrnese a la Comisiones Unidas de Finanzas y de Hacienda 
2.- Oficio del secretario del ayuntamiento de San Juan de Sabinas, mediante el cual informa que en sesión de cabildo celebrada el 22 de agosto del presente año, se aprobó suscribir un convenio de colaboración y concertación, con objeto de llevar a cabo en el municipio de San Pedro Coahuila, la construcción de las instalaciones de una brigada de policía militar, compuesta por un cuartel general de brigada, tres batallones de policía militar y un batallón de operaciones especiales.

Túrnese a la Comisiones Unidas de Finanzas y de Hacienda 
3.- Oficio del presidente municipal de Abasolo, Coahuila, mediante el cual se solicita la validación del acuerdo aprobado por el ayuntamiento de dicho municipio, para continuar el trámite de escrituración de un inmueble que se ubica en la colonia Elsa Hernández Segundo Sector. 

Túrnese a la Comisión de Finanzas

4.- Iniciativa popular presentada por Cristian Manuel López Chávez y otros, sobre la Ley de Fomento del Primer Empleo para Recién Egresados de las Facultades y Escuelas de Profesionales y Técnicos en el Estado de Coahuila, de Zaragoza.

Túrnese a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, para los efectos del artículo 43 de la Ley de Participación Ciudadana para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

5.- Oficio del presidente municipal de Frontera, mediante el cual envía una iniciativa de decreto en la que se solicita la desincorporación del dominio público municipal de un inmueble con una superficie de 905.14 m2, ubicado en el ejido San Juan Bautista, con el fin de enajenarlo a título gratuito a favor de la empresa Combustibles “MASAL” S.A. de C.V..

Túrnese a la Comisión de Finanzas

6.- Oficio del presidente municipal de Piedras Negras, mediante el cual envía una iniciativa de decreto en la que solicita la validación de un acuerdo aprobado por dicho ayuntamiento, para enajenar a título gratuito un bien inmueble con una superficie de 4, 680.00 m2, ubicado en la colonia o fraccionamiento Las Fuentes de dicha ciudad, a favor del Sindicato Único de Trabajadores Electricistas de la República Mexicana, Sección 154.
Túrnese a la Comisión de Finanzas

7.- Iniciativa del ayuntamiento del municipio de Torreón, Coahuila, para que se autorice a desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble de 800.00 m2 ubicado en el Parque Industrial Oriente de la ciudad de Torreón, con el fin de celebrar un contrato de comodato respecto al mismo, con la Asociación Civil PROJULAB Promoción y Justicia Laboral A.C.

Túrnese a la Comisión de Finanzas

8.- Iniciativa del ayuntamiento del municipio de Torreón, Coahuila, para que se autorice a desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble de 4,717.50 m2 ubicado en el fraccionamiento Unidad Habitacional Magisterio Sección 38 de la ciudad de Torreón, con el fin de celebrar un contrato de comodato respecto al mismo, con la Asociación Religiosa Parroquia de San José Obrero en Torreón.

Túrnese a la Comisión de Finanzas

Diputado Presidente, cumplida la lectura de la correspondencia y documentación recibida por el Congreso del Estado. 

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza:

Muchas gracias,  Diputada. 

A continuación, se le concede la palabra al Diputado Melchor Sánchez de la Fuente, para dar lectura al informe sobre los trabajos desarrollados por la Diputación Permanente que estuvo en funciones durante el Segundo Período del Segundo Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura, señalándose que se dará lectura al documento en el que se resumen dichos trabajos y que éste y los anexos mencionados en el mismo estarán disponibles en la página de internet del Congreso. 

Diputado Melchor Sánchez de la Fuente,
Presidente de la Diputación Permanente: 

Gracias, Diputado Presidente. 

INFORME DE LOS TRABAJOS DESARROLLADOS POR LA DIPUTACIÓN PERMANENTE DEL SEGUNDO PERÍODO DEL SEGUNDO AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA SEXAGÉSIMA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO.
Conforme a lo que se dispone en el Artículo 142 de la Ley Orgánica del Congreso, se informa sobre los trabajos desarrollados por la Diputación Permanente en el Primer Periodo del Segundo Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura.

En este período, que comprendió los meses de julio y agosto de 2016, la Diputación Permanente celebró 7 Sesiones para el desarrollo de sus trabajos.

En dichas sesiones, se resolvió sobre la aprobación y expedición de 15 decretos, de los cuales 4 corresponden a solicitudes planteadas por el Ejecutivo de Estado y 11 a solicitudes presentadas por los Ayuntamientos de diversos municipios.

Los 15 decretos expedidos en dicho período, se relacionan en el documento que se acompaña a este Informe como Anexo I, con la mención del número que les corresponde, del asunto a que están referidos y de lo que se resolvió conforme a los mismos.

Para cumplir con el trámite de aprobación de los 15 decretos, se presentaron el mismo número de dictámenes que fueron formulados por las Comisiones de Finanzas 14 y por Educación Cultura y Actividades Cívicas 1 los cuales se relacionan en el Anexo II de este informe.

Por otra parte, se informa que durante el mismo período, se plantearon 43 Proposiciones con Puntos de Acuerdo, con relación a temas considerados de la competencia del Congreso y a otros de importancia o actualidad en el ámbito nacional, estatal y municipal.

Su presentación se hizo por integrantes de la Diputación Permanente o por Diputados que no formaban parte de la misma, en forma individual o conjuntamente con legisladores de su grupo parlamentario.

La totalidad de las Proposiciones con Puntos de Acuerdo presentadas en el período sobre el que se informa, se relacionan en el Anexo III, con la mención de sus autores y el asunto a que están referidas.

Respecto a dichas proposiciones, se informa que 40 fueron presentadas como de urgente u obvia resolución y 3 proposiciones que no se presentaron como de urgente u obvia resolución, fueron turnadas a las Comisiones correspondientes.

Por otra parte, conforme a lo planteado en dichas proposiciones, se aprobaron 40  puntos de acuerdo, los cuales se relacionan en el Anexo IV de este informe, con el señalamiento de la proposición a que están referidos y del trámite realizado para comunicarlos a las instancias cuya intervención se solicitó para la atención de los asuntos tratados en los mismos.

Respecto a las 3 proposiciones con Puntos de Acuerdo turnadas a Comisiones, se señala que en el Anexo V se consigna la relación de las mismas, con la mención de sus autores, del asunto a que están referidas y de las Comisiones y Comité a los que se encomendó su atención.

En otro orden, se consigna que en los trabajos de la Diputación Permanente, se expusieron 7 pronunciamientos de los Grupos Parlamentarios y Fracciones Parlamentarias, los cuales se relacionan en el Anexo VI, con la mención de quienes los presentaron y de los temas a que están referidos.

Atendiendo a lo dispuesto para turnar la correspondencia y documentación recibida por el Congreso, en este período de receso se hicieron 52 remisiones a las Comisiones del Congreso, las cuales corresponden, principalmente, a iniciativas y solicitudes formuladas por el Ejecutivo del Estado, los Ayuntamientos Municipales y otras instancias gubernamentales; así como a planteamientos de diversas organizaciones y ciudadanos, todas las cuales se relacionan en el documento que se acompaña como Anexo VII de este Informe.

Por otra parte, se señala que la Diputación Permanente, a propuesta de la Junta de Gobierno, convocó a la celebración de un Período Extraordinario de Sesiones de la Sexagésima Legislatura, en el cual se trataron los siguientes asuntos: 

- Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se expide el Código Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes de la Comisión Especial Encargada de la Armonización de Nuestra Legislación Estatal con la Federal, en Materia Político-Electoral.

- Dictamen presentado por la Comisión Encargada de la Armonización de Nuestra Legislación Estatal con la Federal, en Materia Político-Electoral, relativo a la Iniciativa con proyecto de decreto por el que se expide el Código Electoral para el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por las Diputadas y Diputados integrantes de la Comisión Especial Encargada de la Armonización de Nuestra Legislación Estatal con la Federal, en Materia Político Electoral; diversas Iniciativas que reforman, derogan y adicionan el Código Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscritas por el Lic. Rubén Ignacio Moreira Valdez, Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza; Diputadas y Diputados de la presente Legislatura; Iniciativas Populares presentadas por el C. Orlando Israel Puente Carranza, Presidente del Comité Ejecutivo Estatal del Partido Joven y el C. José Luis López Cepeda, Presidente Ejecutivo del Partido Campesino Popular; Iniciativa de reforma a la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales y a la Ley Orgánica del Tribunal Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza, presentadas por el Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

- Dictamen presentado por la Comisión Encargada de la armonización de nuestra Legislación Estatal con la Federal, en materia Político-Electoral, relativo a la Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley de Medios de Impugnación en Materia Político Electoral y de Participación Ciudadana para el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada Luisa Ivone Gallegos Martínez, de la Fracción Parlamentaria “Dorotea de la Fuente Flores” del Partido Nueva Alianza.   

- Dictamen presentado por la Comisión Encargada de la armonización de nuestra Legislación Estatal con la Federal, en materia Político-Electoral, relativo a la Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforman los artículos 41, 44, 46, 57 y 84 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Diputado Javier de Jesús Rodríguez Mendoza, de la Fracción Parlamentaria “José Mario Molina Pasquel y Henriquez”, del Partido Verde Ecologista de México.
En el mencionado período extraordinario, se celebraron 2 Sesiones y se expidieron 4 Decretos, mismos que se incluyen en la relación contenida en el Anexo I de este Informe; habiéndose formulado 3 dictámenes que están mencionados en el Anexo II, señalándose que conforme al dictamen mencionado en primer orden se generaron 2 Decretos. 

En forma especial, se hace mención de la Sesión Solemne en la que se inscribió en Letras Doradas en el Muro de Honor del Congreso del Estado, la frase “A los Patriotas de la Cueva del Tabaco”, con la presencia de los Titulares de los Poderes Ejecutivo y Judicial del Estado, así como, el Presidente Municipal de Matamoros Coahuila.

Finalmente, se hace referencia a la atención que se dio a varios Grupos de Ciudadanos de los Municipios del Estado, los cuales acudieron a este Congreso para plantear y solicitar que se les apoyara en la atención de asuntos de su interés.

En los términos expuestos, se da cuenta al Pleno del Congreso sobre los trabajos desarrollados por la Diputación Permanente del Segundo Período, correspondiente al Segundo Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado.

SALTILLO, COAHUILA, A 1 DE SEPTIEMBRE DEL AÑO 2016.

EL PRESIDENTE DE LA DIPUTACION PERMANENTE.

DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE.
Quisiera tomarme un minutito más, si me  lo permite Presidente,  para agradecer personalmente a mis compañeros Diputados a Ana Isabel Durán, a la Diputada Carolina Morales, el Diputado Javier de Jesús Rodríguez, al Diputado José Armando Pruneda, al Diputado   Leonel  Contreras Pámanes, a la Diputada   Luisa Ivone Gallegos, a la Diputada Martha Garay, al Diputado  Sergio Garza, a la Diputada Sonia Villarreal Pérez y al Diputado Francisco Tobías, a ellos,  agradecimiento personal por haber estado siempre en acuerdo,  con las diferencias que podemos tener, pero siempre en pro de nuestro estado y de nuestras regiones.  

Agradezco a todos los que colaboran en el aparato administrativo del Congreso por su colaboración, muchísimas gracias y por el éxito que tuvimos como Período Permanente en la Diputación.  

Muchísimas gracias a todos ustedes.  Y este es el informe,  señor Presidente. 

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza:

Muchas gracias,  Diputado.   Felicidades. 
Le solicito a la Diputada Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga, quede al frente de los trabajos de conducción de esta Mesa para que el de la voz pueda dar primera lectura a una iniciativa que presento y que se encuentra consignada en el Punto 7 B del Orden del Día aprobado. 

Diputado Javier de Jesús Rodríguez Mendoza: 

Con su permiso, Diputada Vicepresidenta en funciones de Presidenta. 

Honorable Pleno del Congreso. 

INICIATIVA DE DECRETO POR EL CUAL SE REFORMA EL ARTÍCULO 118 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, SUSCRITA POR el diputado javier de JESÚS RODRÍGUEZ mendoza de LA fracción Parlamentaria "JOSÉ MARIO MOLINA PASQUEL Y HENRÍQUEZ" del Partido Verde Ecologista de México.

En ejercicio de las facultades que me confieren los artículos 59 fracción I, 67 fracción I y 196 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como 21 fracción IV, 152, 162, 163 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, me permito someter a la consideración de este Honorable Congreso la presente iniciativa con proyecto de decreto, al tenor de la siguiente: 

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

El cuidado del medio ambiente es un tema que ocupa a todos los países, se ha demostrado que los modelos de desarrollo que no han tomado en cuenta esto, han manifestado una serie de incidentes que han dado como consecuencia situaciones como las del cambio climático. 

Situaciones de deterioro social, la destrucción de recursos naturales, y del medio ambiente, son solo el resultado de nuestro consumo inconsciente, el cual puede ser corregido únicamente desde las bases de nuestra concepción como sociedad. 

En ese sentido, la sustentabilidad en el Estado es probablemente uno de los desafíos más grandes a enfrentar, si bien contamos con importantes programas y mecanismos de protección, así como con reservas naturales, en municipios de la entidad hemos presentado problemas al respecto, así como panoramas de degradación poco alentadores, como la pérdida de la biodiversidad y la contaminación.

Hoy en día no han sido suficientes las acciones para crear una conciencia ambiental, continuando los problemas que amenazan nuestra supervivencia, por lo que el redirigir las estrategias hacia la creación de normas que permitan la existencia de educadores ambientales, puede convertirse en una valiosa herramienta.

En ocasiones algo tan simple como el uso consciente de electrodomésticos y equipos eléctricos contribuye de manera importante a la mitigación del cambio, por lo que hay que tener presente que un gran cambio a nivel educativo, y por lo tanto cultural, traería como consecuencia más eficiencia energética en iluminación, menores conflictos ambientales y más salud en general, por ejemplo.
Es increíble que aun existan prácticas como el castigar recogiendo la basura, o como el desvalorizar tareas básicas como separar lo orgánico de lo inorgánico, o algo tan simple como no tirarla en lugares inadecuados, las cuales no solo refuerzan estas conductas inconscientes, sino que además no benefician nuestro entorno, evidentemente hablándonos de una falta de educación medioambiental, no solo en el sentido de protección a la naturaleza, si no en el entendido de los destructivos resultados que conlleva esto a nivel poblacional.
No olvidemos que la Asamblea General de la ONU adoptó la Agenda de Desarrollo Sostenible 2030 que incluye el “Garantizar una educación de calidad inclusiva y equitativa, promoviendo las oportunidades de aprendizaje permanente para todos”, estableciendo como una de sus metas el que todos los alumnos adquieran los conocimientos teóricos y prácticos necesarios para promover el desarrollo sostenible.

Así mismo la Iniciativa Latinoamericana y Caribeña para el Desarrollo Sostenible, la cual establece como un aspecto institucional el mejorar y fortalecer la incorporación de la dimensión ambiental en la educación formal y no formal, así como el establecer programas para la creación de capacidades en la gestión del desarrollo sostenible para el sector público, el sector privado y el nivel comunitario.

Es por lo anterior que el Gobierno de la República se ha sumado a los esfuerzos con instrumentos como: El Convenio sobre Diversidad Biológica; El Protocolo de Kyoto; El Convenio de Estocolmo; El Protocolo de Montreal
, entre otros, además de generar la Estrategia de Educación Ambiental para la Sustentabilidad en México, la cual se definió como una herramienta de planificación en la que se formulan orientaciones articuladas y de nivel macro, para el rumbo de las políticas en materia de educación ambiental para la sustentabilidad en el país.
 

Por otro lado, si bien estamos conscientes del aumento en los programas de educación ambiental, y materiales de estudio que la SEP ha creado como consecuencia de los procesos de evaluación y rediseño curricular, que favorecen la comprensión del mundo natural y promueven el cuidado del medio ambiente, el contar con disposiciones normativas a nivel constitucional que cimienten lo anterior es indispensable.

Por consiguiente, es importante mencionar que la educación ambiental contribuye a la toma de conciencia de nuestra realidad global, y del tipo de relaciones que los hombres establecen entre sí y con la naturaleza, además de los problemas derivados de dichas relaciones y sus causas profundas, esto de acuerdo con lo establecido por la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia, y la Cultura (UNESCO)
.

Debemos tener en cuenta que el concepto de medio ambiente no solo nos habla del cuidado de los ecosistemas, sino que también comprende a los seres vivos, objetos, agua, suelo, aire y las relaciones entre ellos, así como de elementos tan intangibles como la cultura.

En ese sentido, el artículo 172 de nuestra constitución prevé el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, así como el deber de conservarlo, además de establecer la obligación al Estado y Municipios para que velen por la utilización racional de todos los recursos naturales, que si bien como ejemplo ya han tomado cartas en el asunto con importantes inversiones, respecto a la demanda eléctrica, como: El Parque Eólico en General Cepeda que generará 730 millones de kilowatts por hora, o el conocido Parque Solar ubicado en el municipio de Matamoros; Para conseguir una mejor sostenibilidad a nivel general, debemos fortalecer las medidas que promuevan una cultura de la educación medioambiental.

Aunado a lo anterior, se pretende adicionar el artículo 118 de nuestra constitución, el cual prevé importantes consideraciones en relación al actuar de los servicios educativos que se imparten en la entidad, como lo es: 

· Ser conscientes de la solidaridad internacional, de la independencia y la justicia;

· Enfocarse en el desarrollo de las facultades del ser humano;

· Respetar los derechos humanos;

· Amar a la patria, y por supuesto; 

· Ser gratuitos y de calidad.

Sin embargo no contempla un punto medular que atañe al bienestar de las generaciones actuales y futuras, y que además como se ha expuesto, se ha vuelto una pieza clave dentro de la educación en general; La conservación del medio ambiente.

Hay que ser realistas en que no tendremos posibilidades de generar un verdadero y profundo cambio si no hemos fortalecido las bases que refuercen las actividades educativas en este sentido. Si bien contamos con numerosas políticas de preservación de ecosistemas, como estado no podemos permitir que nuestro desarrollo colapse solo porque no tomamos el ejemplo de países avanzados en el tema medio ambiental. El que continúe existiendo el analfabetismo, el hambre, y las carencias habitacionales, son solo una parte del reflejo de la falta de acciones para corregir en este tipo de realidades. 

Reflexionemos acerca de que la educación ambiental es clave para que el educando entienda las causas de los procesos de degradación ambiental y sus consecuencias, brindándole las herramientas para que posteriormente pueda proponer soluciones, y transforme valores, comportamientos y visiones en pro de un desarrollo orientado a la participación de los jóvenes en el consumo y la producción sostenible y la protección del medio ambiente.

De lo expuesto resulta evidente que una de las maneras más efectivas de combatir este fenómeno es a través del conocimiento, posibilitando la reducción de los estándares de daño medio ambiental y permitiéndonos enfocarnos en los impactos positivos de una de las necesidades más básicas para su protección. 

De aprobarse esta reforma se incluiría a la conservación del medio ambiente como parte del enfoque del desarrollo educativo de nuestro estado, impulsando el contar con un marco que garantice prácticas que vinculen al educando con la comunidad, además de generarles valores y actitudes que promueven la transformación de nuestra realidad.
Por lo anteriormente expuesto, se ha tenido a bien emitir el siguiente:
DECRETO POR EL CUAL SE REFORMA EL ARTÍCULO 118 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

ÚNICO.- Se reforma el artículo 118 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:
Artículo 118. …

La educación inicial, especial, preescolar, primaria, secundaria y media superior que impartan el Estado y los municipios en establecimientos sostenidos por recursos públicos será gratuita, de calidad y tenderá a desarrollar armónicamente, todas las facultades del ser humano y fomentará en él, a la vez, el amor a la patria, el respeto a los derechos humanos, la conciencia de la solidaridad internacional en la independencia y en la justicia, y la conservación del medio ambiente.

…

…

…

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO. La presente reforma entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto. 

Saltillo, Coahuila de Zaragoza; a 31 de agosto de 2016.

A T E N T A M E N T E

POR LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA

“JOSÉ MARIO MOLINA PASQUEL Y HENRÍQUEZ”

DEL PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO

“AMOR, JUSTICIA Y LIBERTAD”

DIPUTADO JAVIER DE JESÚS RODRÍGUEZ MENDOZA.
Es cuanto, Diputada Vicepresidenta en funciones de Presidenta.  

Diputada Vicepresidenta Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga:

Conforme a lo dispuesto en el Artículo 196 de la Constitución Política del Estado a esta iniciativa se le debe dar segunda lectura con un intervalo de 10 días, por lo que será agendada en su oportunidad. 
A continuación, se concede la palabra al Diputado José María Fraustro Siller, para dar segunda lectura a una iniciativa que presenta y que se encuentra consignada en el Punto 7 C del Orden del Día aprobado. 

Diputado José María Fraustro Siller:

Muy buenos días, honorable Pleno del Congreso del Estado.

Con su permiso,  Presidente. 

Voy a leer una iniciativa que pretende que esto sea mucho más corto. 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 60 Y LAS FRACCIONES I Y II DEL ARTÍCULO 196 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTAN LOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DEL DIPUTADO JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

P R E S E N T E.-

Los que suscribimos, en el ejercicio de las facultades que nos confieren el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en nuestro carácter de Diputadas y Diputados integrantes de la Sexagésima Legislatura de este Honorable Congreso del Estado, nos permitimos someter al mismo, la presente Iniciativa de Decreto por el que se reforma el artículo 60 y las fracciones I y II del artículo 196 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la siguiente:

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

El 5 de febrero de 1918, el XXIII Congreso Constitucional y Constituyente del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, expidió la Constitución del Estado, publicada en el Periódico Oficial el 19 de febrero de 1918, documento creado conforme a los principios sustentados en la Constitución General de la República de 1917.

La Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza cuenta con un gran número de reformas que la han actualizado en el transcurso del tiempo conforme a las circunstancias y necesidades del desarrollo político, económico, social y cultural de la entidad y de sus habitantes.
Es importante desatacar que una característica de las constituciones democráticas es la mutación, siendo necesaria la adaptación de la ley conforme al tiempo y lugar, como el jurista Ignacio Burgoa señala “para mejorarla (la ley fundamental) desde diferentes puntos de vista y adecuarla, en algunos preceptos esenciales, a las exigencias que reclama la evolución social, económica, política y cultural del pueblo mexicano”
, asimismo, el jurista Jorge Carpizo establece que “las reformas y mutaciones que sufre la ley fundamental son su propia evolución, y como tal configuran el desarrollo de la norma, son su historia y su presente”
. 
En ese sentido, la Constitución Local estipula una serie de requisitos que se deben observar para su adición o reforma por parte del Congreso del Estado, los cuales se señalan a continuación:

“I. Iniciativa suscrita por el Gobernador o por uno o varios Diputados, a la que se le darán dos lecturas con un intervalo de diez días naturales. 

II. Dictamen de la Comisión respectiva al que se darán dos lecturas con un intervalo de seis días naturales. 

III. Discusión del dictamen y aprobación del mismo, por el voto de cuando menos las dos terceras partes de los diputados presentes. 

IV. Publicación del expediente por la prensa. 

V. Que la adición o reforma sea aprobada por la mayoría absoluta de los ayuntamientos del Estado. 

VI. Discusión del nuevo dictamen, que se formará con vista del sentir de los ayuntamientos, la Comisión que conoció de la iniciativa, pronunciándose en sentido afirmativo o negativo, según el sentir de la mayoría absoluta de los respectivos ayuntamientos. 

VII. Declaración del Congreso, con vista y discusión del dictamen de la comisión.”
Asimismo, la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza establece un término de treinta días naturales para que los ayuntamientos emitan su voto, contados a partir de que reciban la documentación relativa a la reforma o adición.

En consecuencia, el procedimiento para reformar o adicionar la Constitución del Estado puede comprender un plazo de tres meses o más, lo que en algunas ocasiones representa un freno al desarrollo de nuestra entidad, por lo cual se requiere su transformación a fin de que éste sea más práctico, permitiendo así la implementación de reformas que deriven en un mayor bienestar de la sociedad coahuilense.

Aunado a lo anterior, se propone la modificación de los requisitos necesarios para reformar o adicionar la Constitución Local a fin de que a las iniciativas suscritas por el Gobernador o por uno o varios Diputados, únicamente se les dé una lectura y se turne a la Comisión correspondiente y que el dictamen que ésta emita se lea por una sola vez, sometiéndose posteriormente a su discusión.

Por lo tanto, el procedimiento legislativo sería más reducido pero no perdería el principio de rigidez característico de nuestra Constitución debido a que para su adición o reforma continúa siendo necesaria la aprobación por las dos terceras partes de los diputados presentes, la publicación del expediente por la prensa, la aprobación por la mayoría absoluta de los ayuntamientos del Estado y la discusión del nuevo dictamen, elaborado por la Comisión correspondiente en relación al sentir de los ayuntamientos, para que finalmente el Congreso del Estado haga la declaración, con vista y discusión del dictamen de la Comisión.

No obstante la Constitución del Estado de Coahuila de Zaragoza de 1869 señalaba la repetición de las lecturas, se debe considerar que las condiciones sociales obligaban al Congreso Constituyente a establecer candados que dotaran de rigidez a la norma suprema de la entidad, toda vez que los cambios constantes en el poder nacional, la sociedad y la economía coahuilense le conminaba a proteger su origen normativo, es entonces que la repetición de las lecturas obedecía a un principio de protección de la ley pero también de publicidad de las reformas constitucionales.

Las condiciones inherentes al México post-reforma obligaban al legislador a constituir medidas tendientes a informar a la mayor parte de la población, por lo que las lecturas repetitivas de las iniciativas y los dictámenes cumplían esas funciones, toda vez que en tales condiciones sociales y temporales trasladarse de un municipio a otro resultaba una tarea complicada aún para un diputado; circunstancias similares sirvieron para que los constituyentes de 1882 y 1918 volvieran a plasmar estos elementos de rigidez constitucional.  

En ese orden de ideas, es importante mencionar que en la actualidad los sistemas y vías de comunicación permiten llegar en un solo día a cualquier rincón de nuestro Estado y con un movimiento, mediante medios electrónicos, podemos enviar tanta información como sea necesaria, por lo cual la publicidad ahora es masiva y llega tan rápido a tantas personas que se ha comenzado a utilizar el concepto “viral” para definir a la información que se dispersa precipitadamente.

Por otra parte, la Constitución Local también establece que tratándose de una iniciativa de ley o decreto en materia municipal, el Presidente del Congreso del Estado inmediatamente la enviará al ayuntamiento o ayuntamientos respectivos para oír su opinión, que deberán emitir y entregar al Congreso dentro de los siete días naturales siguientes a la fecha en que la reciban, y que una vez vencido el plazo señalado, con o sin opinión de los ayuntamientos, se continuará con el trámite legislativo.  

Sin embargo, es necesario destacar que de acuerdo a la fracción II del artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, emitir las bases de la normatividad municipal corresponde exclusivamente al Congreso del Estado y regular en lo particular la actividad municipal le corresponde a los ayuntamientos, precepto que se amplía con la tesis P. XCVIII/99 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, registro 192750, visible en la página 23 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo X, diciembre de 1999, Novena Época, que a continuación se transcribe:

“REGLAMENTOS MUNICIPALES. EL ARTÍCULO 115, FRACCIÓN II, DE LA CONSTITUCIÓN, NO EXIGE QUE SEAN APROBADOS POR LAS LEGISLATURAS LOCALES. El artículo 115, fracción II, de la Constitución, faculta a los Ayuntamientos para expedir bandos de policía y buen gobierno, reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de observancia general, ajustándose a las bases normativas que establezcan los Congresos de los Estados. Estas bases normativas son las que las Legislaturas Estatales deben fijar en leyes y a través de las cuales determinen no sólo los procedimientos de formación de los reglamentos para que nazcan a la vida jurídica, sino también todas aquellas disposiciones generales que fijen los objetivos, directrices y normas específicas sobre la materia que pueda ser objeto de regulación a través de reglamentos municipales y a las que tengan que ajustarse los Ayuntamientos. Por tanto, no es necesario que los reglamentos municipales tengan que ser aprobados por los Congresos Locales a fin de respetar el precepto constitucional, pues éste no lo exige así.”
Es decir, de la tesis se desprende lo siguiente: a) el Congreso Local fija las bases normativas municipales mediante la ley, b) los municipios regulan su actuar municipal con independencia pero de acuerdo a esas bases, c) los reglamentos emitidos por el ayuntamiento no requieren ser aprobados por el Congreso del Estado pues deben estar ajustados a las bases normativas previamente expedidas, y d) la Legislatura Local no requiere de la opinión de los municipios para dictar las leyes (base de la normativa municipal), pues el Congreso del Estado no regula situaciones específicas de uno u otro municipio sino de los lineamientos que servirán para homogeneizar las conductas generales de los municipios que integran una entidad federativa.

Asimismo, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación se ha pronunciado al respecto en la jurisprudencia P./J. 129/2005, registro 176949, visible en la página 2067 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  Tomo XXII, octubre de 2005, Novena Época, de rubro y texto siguientes:

“LEYES ESTATALES EN MATERIA MUNICIPAL. OBJETIVO Y ALCANCES DE LAS BASES GENERALES DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA MUNICIPAL. La reforma al artículo 115, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el veintitrés de diciembre de mil novecientos noventa y nueve, sustituyó el concepto de "bases normativas" utilizado en el texto anterior, por el de "leyes en materia municipal", modificación terminológica que atendió al propósito del Órgano Reformador de ampliar el ámbito competencial de los Municipios y delimitar el objeto de las leyes estatales en materia municipal, a fin de potenciar la capacidad reglamentaria de los Ayuntamientos. En consecuencia, las leyes estatales en materia municipal derivadas del artículo 115, fracción II, inciso a), de la Constitución Federal, esto es, "las bases generales de la administración pública municipal" sustancialmente comprenden las normas que regulan, entre otros aspectos generales, las funciones esenciales de los órganos municipales previstos en la Ley Fundamental, como las que corresponden al Ayuntamiento, al presidente municipal, a los regidores y síndicos, en la medida en que no interfieran con las cuestiones específicas de cada Municipio, así como las indispensables para el funcionamiento regular del Municipio, del Ayuntamiento como su órgano de gobierno y de su administración pública; las relativas al procedimiento administrativo, conforme a los principios que se enuncian en los cinco incisos de la fracción II del artículo 115 constitucional, incluidos en la reforma, entre las que se pueden mencionar, enunciativamente, las normas que regulen la población de los Municipios en cuanto a su entidad, pertenencia, derechos y obligaciones básicas; las relativas a la representación jurídica de los Ayuntamientos; las que establezcan las formas de creación de los reglamentos, bandos y demás disposiciones generales de orden municipal y su publicidad; las que prevean mecanismos para evitar el indebido ejercicio del gobierno por parte de los munícipes; las que establezcan los principios generales en cuanto a la participación ciudadana y vecinal; el periodo de duración del gobierno y su fecha y formalidades de instalación, entrega y recepción; la rendición de informes por parte del Cabildo; la regulación de los aspectos generales de las funciones y los servicios públicos municipales que requieren uniformidad, para efectos de la posible convivencia y orden entre los Municipios de un mismo Estado, entre otras. En ese tenor, se concluye que los Municipios tendrán que respetar el contenido de esas bases generales al dictar sus reglamentos, pues lo establecido en ellas les resulta plenamente obligatorio por prever un marco que da uniformidad a los Municipios de un Estado en aspectos fundamentales, el cual debe entenderse como el caudal normativo indispensable que asegure el funcionamiento del Municipio, sin que esa facultad legislativa del Estado para regular la materia municipal le otorgue intervención en las cuestiones específicas de cada Municipio, toda vez que ello le está constitucionalmente reservado a este último.”
Aunado a lo anterior, en algunas ocasiones solicitar la opinión de los ayuntamientos en el proceso legislativo en materia municipal, retrasa la aplicación de normas que en atención a la dinámica actual en muchos de los casos son de urgente aplicación, además de que el trámite legislativo continua una vez transcurrido el plazo, con o sin la opinión de los ayuntamientos, máxime que éstos cuentan con un medio de impugnación que les permite objetar la ley aprobada, aun y cuando contravenga la opinión que previamente habían emitido.

En definitiva, con la presente reforma nuestro Estado podrá atender de forma más eficiente las necesidades de la sociedad, buscando que el texto constitucional este en constante evolución conforme lo requieran las circunstancias actuales de la entidad.

Por lo anterior, se somete a este Honorable Congreso del Estado para su estudio, análisis y, en su caso, aprobación, la siguiente iniciativa con proyecto de: 

D E C R E T O

ARTÍUCLO ÚNICO.- Se reforma el artículo 60 y las fracciones I y II del artículo 196 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 60.- Las iniciativas presentadas por el Ejecutivo, Tribunal Superior, Organismos Públicos Autónomos o Ayuntamientos pasarán desde luego, a Comisión. Las de los diputados, se sujetarán al trámite que disponga la Ley Orgánica del Congreso. 

Las iniciativas presentadas por los sujetos a que se refiere la fracción VI del artículo anterior, se sujetarán al trámite que establezcan las disposiciones legales aplicables.

Cuando un Ayuntamiento presente una ley o decreto en materia municipal, el Congreso del Estado podrá pedir la opinión del Ejecutivo del Estado, antes de elaborar el dictamen. 

Por ley o decreto en materia municipal se entenderá sólo aquella norma o normas secundarias a que se refieren los incisos del a) al e) de la fracción IX del artículo 67 de esta Constitución. No serán leyes o decretos en materia municipal aquellas normas fiscales o presupuestales que deban ser aprobadas para el ejercicio fiscal del año siguiente.

Artículo 196. ...

I. 
Iniciativa suscrita por el Gobernador o por uno o varios Diputados, a la que se le dará una lectura y se turnará a la Comisión correspondiente.

II. 
Dictamen de la Comisión respectiva al que se le dará una lectura. 

III. a VII. ...

T R A N S I T O R I O S

ARTÍCULO PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Las iniciativas presentadas con anterioridad a la entrada en vigor del presente decreto, continuarán con su proceso legislativo en los términos establecidos en la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza al momento de su presentación. 

ARTÍCULO TERCERO.- El Congreso del Estado, tendrá un plazo de treinta días contados a partir de la publicación del presente decreto para realizar las adecuaciones a la legislación correspondiente, a fin de dar cumplimiento al mismo.

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 27 de junio de 2016

Por el Grupo Parlamentario 

“Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”

Del Partido Revolucionario Institucional

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER.

LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR

DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

Muchas gracias.

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza:

Gracias Diputado. 

Conforme a lo dispuesto en el Artículo 196 de la Constitución Política del Estado, se dispone que esta Iniciativa se turne a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia para efectos de estudio y dictamen. 

A continuación, se concede la palabra al Diputado Sergio Garza Castillo, para dar lectura a una iniciativa que presenta conjuntamente con el Diputado Leonel  Contreras Pámanes y que se encuentra consignada en el Punto 7 A del Orden del Día aprobado. 

Diputado Sergio Garza Castillo: 

Gracias,  Diputado Presidente. 

Solicito a esta Mesa Directiva se sirva inscribir la siguiente iniciativa que presento conjuntamente con el compañero Leonel  Contreras Pámanes, ya que haré un resumen y que quede inscrita de manera íntegra en el Diario de los Debates. 

La figura del Fuero tiene su origen en la Revolución Francesa, su Parlamento la retomó para impedir que la Monarquía ejerciera acciones penales selectivas en contra del ejercicio libre de las labores parlamentarias. 

En 1791,  la Constitución Francesa previno que los legisladores no podían ser detenidos en materia criminal, salvo, que la protección fuera levantada por la propia Cámara. 

Por su parte, la Constitución Española de Cádiz en 1812, estableció la inviolabilidad de las opiniones de los Diputados y dispuso además que las causas criminales contra ellos se intentarían y serían juzgadas únicamente por el Tribunal de las Cortes, otorgándole así autonomía y respeto al ejercicio legislativo. 

Dos años después México incorporó la figura de la inmunidad parlamentaria en la Constitución de Apatzingán de 1814, reiterando la inviolabilidad de las expresiones de los Diputados. 

En 1824, la primera Constitución de México independiente incorporó la figura del desafuero por las causas criminales que se intentarán contra los Senadores o Diputados hasta 2 meses después de haber cumplido su cargo. 

La Constitución de 1857, en su Artículo 104, otorgó al Congreso de la Unión la facultad de declarar por mayoría absoluta de votos, “sí, a lugar a proceder” contra los integrantes de la Suprema Corte de Justicia, los secretarios de despacho, los gobernadores de los estados y los propios diputados por la comisión de delitos del orden común, mientras para el caso de Presidente de la República, las causas para su desafuero eran la traición a la Patria, la violación expresa de la Constitución, los ataques a la libertad electoral y los delitos graves del orden común. 
Por su parte, la Constitución Federal actual, establece en su artículo 61 la expresión del fuero constitucional, sin quedar totalmente claro cómo debe entenderse dicho fuero, lo que lleva a preguntarnos sobre sus objetivos y sus alcances. 

Pues por una parte establece que los Diputados y Senadores son inviolables por las opiniones que manifiesten en el desempeño de sus cargos y jamás podrán ser reconvenidos por ella y por la otra este mismo precepto indica que el Presidente de cada Cámara será quien vele por el respeto al “fuero Constitucional” de los legisladores, entendiéndose como si fuera una autorización o licencia,  para poder realizar todo tipo de acto sin ser sancionados. 

En la Constitución de Coahuila existe una redacción muy parecida a la contenida en la Constitución Federal, estableciendo en su Artículo 39 que los Diputados son inviolables por las opiniones que manifiesten en el desempeño de su cargo y no podrán ser reconvenidos por ellas en ningún tiempo ni por ninguna autoridad, situación que nos parece correcta pues permite la libertad de expresión en la máxima tribuna donde deben tocarse todos los temas que la ciudadanía reclama. 

En lo que no estamos de acuerdo es: en que se establezca que el Presidente del Congreso velará por el respeto al fuero constitucional de los miembros del Poder Legislativo, pues hace suponer que se nos otorga autorización para realizar cualquier tipo de actividad no adecuada sin castigo alguno, como si fuese un tipo de licencia para que no se nos sancione. 

Por otro lado, el Artículo 165, establece que para proceder penalmente contra el Gobernador del Estado, los Diputados del Congreso del Estado, el Auditor Superior del Estado, los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral, del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, de los Tribunales Distritales, los Jueces de Primera Instancia, los Secretarios del ramo, el Procurador General de Justicia del Estado y los Subprocuradores, los Presidente, Regidores y Síndicos de los Ayuntamientos, los integrantes de los Consejos Municipales, así como los titulares e integrantes de los Consejos o Asambleas Generales de los organismos públicos autónomos, cualquiera que sea su denominación, por la comisión de delitos durante el tiempo de su encargo. El Congreso del Estado deberá declarar mediante resolución de las dos terceras partes del total de sus miembros, si hay o no lugar a proceder contra el inculpado, sujetándose a la garantía de audiencia.

Situación, que consideramos debe eliminarse, pues si todos los funcionarios arriba señalados cometen una infracción, que amerita un juicio de carácter penal, deben las autoridades correspondientes actuar en consecuencia, como  contra cualquier ciudadano y no esperar a que el Congreso decida si es procedente o no ejercer acción penal. 

Como podemos ver, el fuero constitucional se creó para proteger el encargo conferido y no a las personas, pero al día de hoy, esta figura jurídica resulta obsoleta y no abona en nada al marco de transparencia y rendición de cuentas que se busca crear y por ende a la democracia. 

En efecto, el fuero es una figura jurídica-política totalmente rebasada, de la que se abusó y es preciso que desaparezca, además su derogación generaría mayor seguridad y certeza jurídica para quienes no tienen esta prerrogativa y pone en igualdad de condiciones ante la ley penal a servidores públicos y ciudadanía en general. 

De igual forma, para la mayor parte de los sectores que compone la sociedad, el fuero constitucional es visto como un instrumento de indebida protección para algunos servidores públicos que al cobijo de este privilegio han desvirtuado la noble tarea del servicio público, distorsionándola en cuanto su fin y pervirtiéndola en cuanto a su contenido y alcance, evadiendo así una responsabilidad personal de tipo penal que merece el reproche de la sociedad. 

Por otro lado, en los últimos años, la credibilidad en la clase política y en las instituciones públicas se ha demeritado de tal manera que gran cantidad de mexicanos y coahuilenses muestran total escepticismo a que la justicia sea aplicada con exactitud en contra de los altos servidores públicos. Ello se debe a que el actuar irresponsable y deshonesto de muchos servidores públicos ha roto una y otra vez con el principio democrático elemental,  que es el estado de derecho.

De ahí, la idea de presentar el día de hoy esta iniciativa conjuntamente con mi compañero Diputado Leonel  Contreras Pámanes, con la firme intención de mandar una señal muy clara  a la sociedad de que la función pública no tiene un manto de privilegios o de prerrogativas absolutas, que llegan a ser un pretexto o un freno para la justicia y la transparencia gubernamental. 

Por último, cabe señalar, que al igual como ya lo han mencionado otras entidades federativas, eliminando la figura del fuero resulta necesario hacerlo en nuestra constitución local, pues de seguir como hasta hoy, se seguirá fomentando la corrupción, la ilegalidad e impunidad entre los servidores públicos. 

En virtud de lo anterior, es que se somete de este Honorable Congreso del Estado, para su revisión, análisis y en su caso aprobación la siguiente Iniciativa de Decreto, por el que se modifican diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así, como de la Ley Orgánica del Congreso Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, de la manera siguiente: 

El actual Artículo 39 de la Constitución Política del Estado, dispone:

Artículo 39.-Los Diputados son inviolables, por las opiniones que manifiesten en el desempeño de su cargo y no podrán ser reconvenidos por ellas en ningún tiempo, ni por ninguna autoridad.

El Presidente del Congreso velará por el respeto al fuero constitucional de los miembros del Poder Legislativo y por la inviolabilidad del recinto donde se reúnen a sesionar.

Proponiéndose que quede de la siguiente manera: 

Artículo 39.- Los Diputados son inviolables, por las opiniones que manifiesten en el desempeño de su cargo y no podrán ser reconvenidos por ellas en ningún tiempo ni por ninguna autoridad.

El Presidente del Congreso velará en todo momento por la inviolabilidad del recinto donde se reúnen a sesionar. 
El actual artículo 165 de la Constitución del Estado establece:

Artículo 165:- Para proceder penalmente contra el Gobernador del Estado;  los Diputados del Congreso del Estado; el Auditor Superior del Estado,  los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia; del Tribunal Electoral; del Tribunal de lo Contencioso –Administrativo;  del Tribunal de Conciliación y Arbitraje; de los Tribunales Distritales;  los Jueces de Primera Instancia; los Secretarios del Ramo, el Procurador General de Justicia del Estado y los Subprocuradores; los Presidentes;  Regidores y Síndicos de los Ayuntamientos, los integrantes de los Consejos Municipales, y así como los titulares e integrantes de los Consejos o Asambleas generales de los organismos públicos autónomos, cualquiera que sea su denominación, por la comisión de delitos durante el tiempo en su cargo, el Congreso del Estado deberá declarar mediante resolución de las dos terceras partes del total de sus miembros, sí hay o no lugar a proceder contra el inculpado sujetándose a la garantía de audiencia.

Si la resolución del Congreso del Estado,  fuere negativa se suspenderá todo procedimiento ulterior, pero, ello no será obstáculo para que la imputación por la comisión del delito continúe su curso, cuando el inculpado haya concluido el ejercicio de su encargo, pues la resolución no prejuzga los fundamentos de la imputación. 

Si el Congreso declara que hay lugar a proceder, el inculpado quedará a disposición de las autoridades competentes, pero que actúen con arreglo a la ley, cuando se trate del Gobernador del Estado, de los Diputados del Congreso del Estado, el Auditor Superior del Estado, de los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral, del Tribunal de los Contencioso- Administrativo, del Tribunal de Conciliación y Arbitraje y del Procurador General de Justicia del Estado y los Subprocuradores y los titulares e integrantes de los Consejos de los organismos públicos autónomos, cualquiera que sea su denominación, éstos quedarán sujetos a la acción del pleno del Tribunal Superior de Justicia, el cual fallará en definitiva previa las formalidades esenciales del procedimiento y con audiencia del inculpado, del Ministerio Público, y del acusador si lo hubiere.

Las declaraciones y resoluciones que emita el Congreso del Estado en estos casos serán inatacables. 

El efecto de la declaración de que ha lugar a proceder contra el inculpado será suspenderlo de su cargo, en tanto esté sujeto a proceso penal, si éste culmina en sentencia absolutoria, el inculpado podrá reasumir su función. Si la sentencia fuese condenatoria, no se concederá al reo la gracia del indulto.

Las sanciones penales se aplicarán de acuerdo con lo dispuesto en la legislación penal, tratándose de delitos por cuya comisión el autor obtenga un beneficio económico o cause daños o perjuicios patrimoniales deberán graduarse de acuerdo con el lucro obtenido y con la necesidad de satisfacer los daños y perjuicios causados por su conducta ilícita. 

Las sanciones económicas que se impongan en estos caso,  no podrán exceder de 3 tantos de los beneficios obtenidos o de los daños o perjuicios causados.

Para proceder penalmente contra el Gobernador del Estado, los Diputados al Congreso local y los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia del Estado por la comisión de delitos federales se estará a lo dispuesto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y sí se declara que da lugar a proceder el inculpado quedará a disposición de las autoridades competentes para que actúen con arreglo a la ley.

Proponiéndose que dicho artículo 165 quede de la siguiente manera: 

Artículo 165.- Para proceder penalmente contra el Gobernador del Estado, los Diputados del Congreso del Estado, el Auditor Superior del Estado, los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral, del Tribunal de lo Contencioso- Administrativo, del Tribunal del Conciliación y Arbitraje, de los Tribunales Distritales, los Jueces de Primera Instancia, los Secretarios del Ramo, el Procurador General de Justicia del Estado y los Subprocuradores, los Presidentes, Regidores y Síndicos de los Ayuntamientos, los integrantes de los Consejos Municipales, así, como los titulares e integrantes de los Consejos o Asambleas Generales de los organismos públicos autónomos, cualquiera que sea su denominación, por la comisión de delitos durante el tiempo de su encargo, se deberá aplicar la ley penal como a cualquier ciudadano que comete una infracción. 
Ley Orgánica del Congreso Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza. 

El Artículo 9º.- Actualmente dispone:

Artículo 9º.- El recinto oficial del Congreso del Estado es inviolable.  Toda fuerza pública está impedida de tener acceso al mismo, salvo a solicitud o con autorización de quien presida la Mesa Directiva, quien asumirá el mando de la misma.

Quien presida la Mesa Directiva podrá solicitar la intervención inmediata de la fuerza pública para que por medio de su auxilio se salvaguarde en todo momento el fuero constitucional de las y los Diputados y la inviolabilidad de los recintos oficiales.

Proponiéndose que quede de la siguiente manera: 

Artículo 9º.- El Recinto oficial del Congreso del Estado es inviolable.  Toda fuerza pública está impedida de tener acceso al mismo, salvo a solicitud, con autorización de quien presida la Mesa Directiva, quien asumirá el mando de la misma, quien presida la Mesa Directiva podrá solicitar la intervención inmediata de la fuerza pública para que, por medio de su auxilio se salvaguarde en todo momento la integridad de las y los Diputados, así, como la inviolabilidad de los recintos oficiales. 

Actual Artículo 18 dispone: 
Artículo 18.- Las y los Diputados gozan del fuero que les otorga la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Constitución Política del Estado.

Proponiendo que dicho artículo sea derogado. 

Artículo 18 se deroga.- 

El Artículo 19.- Actualmente señala:

Artículo 19.- A las y los Diputados no podrán exigirles responsabilidad legal alguna por las opiniones que manifiesten en el desempeño de su encargo y jamás podrán ser reconvenidos o enjuiciados por ellas.  Sin embargo serán responsables por los delitos, faltas u omisiones, que cometan durante el tiempo de su encargo, pero no podrán ser detenidos y ejercitarse en su contra a la acción penal, si no mediante el procedimiento constitucional para la declaratoria de procedencia y como consecuencia de ello se proceda a la separación del cargo, sujetándose en lo conducente a lo establecido en la Constitución y en la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Proponiéndose que quede de la siguiente manera: 

Artículo 19.- A las y los Diputados no podrá exigírseles responsabilidad legal alguna por las opiniones que manifiesten en el desempeño de su encargo y jamás podrán ser reconvenidos o enjuiciados por ellas. Sin embargo serán responsables por los delitos, faltas u omisiones, que cometan durante el tiempo de su encargo, debiéndoseles aplicar la ley como a cualquier ciudadano que comete una infracción.

La fracción I del actual artículo 75 dispone:

Artículo 75.- Son atribuciones de la o el Presidente de la Junta de Gobierno: 

I. Garantizar el respeto al fuero constitucional de las y los diputados; 

Proponiéndose que dicha fracción sea derogada:

Artículo 75.- Son atribuciones de la o el Presidente de la Junta de Gobierno: 

I. Derogada

ARTÍCULO TRANSITORIO

ÚNICO.- Las presentes modificaciones a la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como a la Ley Orgánica del Congreso Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, entrarán en vigor el día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Por lo anteriormente expuesto y en ejercicio de las facultades que me otorga el Artículo 21, Fracción VI, 84, 179, 180, 181 y los demás relativos del Congreso del Estado. 
Saltillo, Coahuila a 01 de Septiembre de 2016

Atentamente

DIP. SERGIO GARZA CASTILLO
Coordinador de la Fracción Parlamentaria

“Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola”

Del Partido Unidad Democrática de Coahuila.

DIP. LEONEL CONTRERAS PÁMANES
Coordinador de la Fracción Parlamentaria

 “Manuel Muñoz Olivares”

del Partido Primero Coahuila.

Es cuanto, Diputado Presidente.

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza:

Muchas gracias,  Diputado.

Conforme a lo dispuesto en el Artículo 196 de la Constitución Política del Estado a esta iniciativa se le debe dar segunda lectura con un intervalo de 10 días, por lo que será agendada en su oportunidad. 

Se concede la palabra al Diputado Leonel  Contreras Pámanes, para dar segunda lectura a una iniciativa que presenta y que se encuentra consignada en el Punto 7 D del Orden del Día aprobado. 

Diputado Leonel  Contreras Pámanes: 

Con su permiso,  Diputado Presidente. 

Para dar lectura a una iniciativa que presento, para dar segunda lectura a esta iniciativa, para la cual pido que sea integrada en el Diario de Debates completamente y para dar una pequeña exposición de motivos y exponer de lo que trata, de exponer esta segunda lectura de mi iniciativa. 

Exposición de Motivos:

La revocación de mandato es el procedimiento mediante el cual, los ciudadanos pueden destituir mediante una votación a un funcionario público, antes de que expire el periodo para el cual fue elegido. La revocación de mandato abre la posibilidad a la ciudadanía para que una vez satisfechos los requisitos correspondientes, someta a consulta del organismo  electoral la remoción de un funcionario público electo, antes de que venza el plazo para el cual fue designado.

La revocación de mandato, no debe preverse al inicio del mandato del funcionario público, sino que debe de haber un cierto periodo de gracia, que permita que los funcionarios puedan desplegar su función gubernamental y demostrar su competencia y capacidad en el puesto para el cual fueron elegidos, y que permita a los electores tener elementos de juicio para valorar la gestión  del servidor público y evitar que los partidos y candidatos perdedores en la elección previa, utilicen esta figura del la revocación con fines políticos y personales1.

A diferencia de otros procedimientos de destitución, como el juicio político o el juicio de procedencia en materia penal, la revocación de mandato se decide en las urnas por la misma ciudadanía que en un principio dio el voto de confianza al servidor público, utilizando al mismo órgano electoral que validó la designación del funcionario público, y no mediante un proceso judicial como en los otros supuestos.

El estado de Chihuahua desde el año 1997, contempla en su constitución local, la figura del la revocación de mandato para todos los cargos de elección popular, esto es una muestra del avance de las instituciones democráticas.

En la actualidad casi la mitad de los estados de la República Mexicana cuentan con una Ley de Participación Ciudadana. Chihuahua, San Luis Potosí, Guerrero, Tlaxcala y Morelos tienen, desde hace un buen tiempo, en sus constituciones, leyes orgánicas y legislación electoral la figura de revocación de mandato, la desaparición y suspensión de autoridades. Sin embargo, con excepción del Estado de Chihuahua, sólo se aplica a los integrantes de cabildos municipales.

Sin lugar a dudas, de las figuras de la democracia directa, la revocación de mandato es la más polémica, la que crea incluso un ambiente de polarización en la sociedad, pero consideramos que el avance democrático que ha tenido nuestro estado en los últimos años, hace que existan las condiciones necesarias, para que figuras como la revocación de mandato deban ser ya una realidad en nuestra legislación local.

Así mismo y derivado de los grandes avances que ha tenido nuestro estado en estos últimos cuatro años, en materia de Derechos Humanos, en Transparencia, en de Rendición de Cuentas, entre otros temas,  hacen necesario que también se modernice y actualicen nuestras figuras democráticas, y la revocación de mandato es una muestra de ello, pues con ella se le otorga un empoderamiento a las y los ciudadanos coahuilenses, dándoles el poder de determinar si un funcionario debe o no continuar al frente de su gestión.

Con la regulación en nuestra Constitución Local, de la figura de la revocación de mandato, se pueden dar muchos beneficios tal y como los señala el Diputado Federal Damián  Cepeda Vidales, que en el mes de febrero de este año propuso que la revocación de mandato se regulara en la Constitución Federal, entre ellos podemos mencionar:

· El servidor público electo estará consciente de que puede ser removido de su puesto si no mantiene el apoyo de los ciudadanos que lo eligieron, obligándolo a cumplir sus compromisos de campaña.

· Reduce el tiempo de espera para validar el desempeño de las autoridades.

· Otorga el poder al ciudadano de actuar y concretar consecuencias frente a actos de corrupción y otros malos comportamientos de los funcionarios públicos.

· Aumenta la dependencia del servidor público hacia su electorado y la reduce respecto a los partidos políticos y otras influencias exógenas al buen ejercicio público.

Compañeras y Compañeros Diputados la revocación de mandato, ya es utilizada con éxito en otras países del mundo, démonos la oportunidad de que Coahuila nuevamente se ponga a la vanguardia en cuanto a sus instituciones y regulemos dentro de nuestra Constitución Local, la figura de la Revocación de Mandato. 

En virtud de lo anterior, es que se somete a consideración de este Honorable Congreso del Estado, para su revisión, análisis y, en su caso, aprobación, la siguiente:

Iniciativa de Decreto por el que se adicionan diversas disposiciones del Articulo 19 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, con la finalidad de instituir la revocación de mandato como derecho de las y los ciudadanos coahuilenses.

ARTICULO ÚNICO.- Se reforma el Artículo 19 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 19. Son derechos de los ciudadanos coahuilenses:

I. al III. ... 

IV. Revocar el mandato a través del voto en elecciones extraordinarias del Gobernador del Estado, diputados locales, presidentes municipales, así como regidores y síndicos, debiendo sujetarse a lo siguiente:

1.-. La elección extraordinaria será convocada por el Organismo Público Local Electoral a petición de los ciudadanos, en un número equivalente, al menos, al diez por ciento de los inscritos en la lista nominal de electores de la demarcación territorial que corresponda, en los términos que determine la ley;

Así mismo, la solicitud de revocación de mandato, deberá estar dirigida al Órgano Público Local Electoral, debiendo estar firmada por los ciudadanos que lo soliciten, además de acompañar copia de ambas caras de su credencial de elector para votar, señalando el o la funcionario al que va dirigida y la causa o causas por virtud de las cuales inician el proceso de revocación de mandato.

2.- La elección extraordinaria para la revocación de mandato de las autoridades a las cuales hace referencia la presente fracción se podrá realizar en una sola ocasión durante el periodo de gestión de los mismos, debiendo haber transcurrido al menos la tercera parte del periodo para el cual fue electo funcionario.

3.- Para que la revocación de mandato tenga validez deberán participar en la elección extraordinaria al menos el mismo número de electores que eligió a la autoridad a la cual se pretenda revocar el mandato;

4.- El Organismo Público Local Electoral tendrá a su cargo, en forma directa, la verificación del requisito establecido en el apartado uno de la presente fracción, así como la organización, desarrollo, cómputo y declaración de resultados;

5.- Las leyes locales en la materia, establecerán lo conducente para hacer efectivo lo dispuesto en la presente fracción.

V.- ……

ARTÍCULO TRANSITORIO

ÚNICO.- Las presentes modificaciones a la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, entrarán en vigor el día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Saltillo, Coahuila,  a 1º de Septiembre  de 2016.
Atentamente

DIP. LEONEL CONTRERAS PÁMANES

POR LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “MANUEL MUÑOZ OLIVARES” DEL PARTIDO PRIMERO COAHUILA

DIPUTADA LUISA IVONE GALLEGOS MARTÍNEZ

POR LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “DOROTEA DE LA FUENTE FLORES” DEL PARTIDO NUEVA ALIANZA

DIPUTADO SERGIO GARZA CASTILLO

POR LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “HILDA GRACIELA RIVERA DE PEREZ ARREOLA” DEL PARTIDO UNIDAD DEMOCRÁTICA DE COAHUILA

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza:

Gracias Diputado.
Conforme a lo dispuesto en el Artículo 196 de la Constitución Política del Estado, se dispone que esta iniciativa se turne a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia para efectos de estudio y dictamen. 

A continuación, se concede la palabra al Diputado Melchor Sánchez de la Fuente, para dar segunda lectura a una iniciativa que presenta y que se encuentra consignada en el Punto 7 E del Orden del Día aprobado. 

Diputado Melchor Sánchez de la Fuente: 

Gracias  Presidente. 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA Y ADICIONA EL PARRAFO QUINTO, DEL ARTÍCULO 7 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PLANTEADA POR LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIERREZ ORTÍZ” DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, EN VOZ DEL DIPUTADO MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE.
INICIATIVA QUE REFORMA LA CONSTITUCIÓN POLITICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA 

Bajo la siguiente:

Exposición de Motivos

Actualmente en nuestro país prevalece el reconocimiento y la protección de los derechos humanos, muestra de ello, es la ratificación por parte de México de múltiples tratados  internacionales sobre cuestiones ineludibles que tutelan los derechos de los individuos y ello implica la modificación o adecuación de la legislación nacional y local para instrumentar el eficaz cumplimiento de las prerrogativas inherentes a las personas, las cuales se encuentran reconocidas en los tratados internacionales, en la Constitución Política de Los Estados Unidos Mexicanos y en las Constituciones locales.

Con el Nuevo Sistema de Justicia Penal, el Estado Mexicano tiene como uno de sus ejes fundamentales que se elevó a rango constitucional de manera explícita la presunción de inocencia y se colocó a los derechos humanos en el centro del proceso penal. Aunado a ello, el 5 de marzo de 2014, fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el Código Nacional de Procedimientos Penales (CNPP), el cual retoma los principios constitucionales del Sistema de Justicia Penal y Acusatorio, que establece el artículo 20 Constitucional a fin de dotar de certeza jurídica su aplicación, además garantiza que en cualquier parte del país tanto las personas que son víctimas u ofendidos de un delito, así como las personas que son imputadas por la comisión del mismo, cuenten con los mismos derechos en aras del irrestricto respeto a los derechos humanos de forma equilibrada.

Una de las cuestiones fundamentales en materia de protección de derechos humanos ha sido el tema de la reinserción social de los sentenciados a la sociedad, en ella debe existir un equilibrio entre la prescripción de las sanciones y los antecedentes penales
, creando las condiciones necesarias para que se incorporen a un ámbito laboral digno, sin que exista señalamientos que discriminen o violenten sus derechos humanos. En consecuencia, la resolución del juzgador no debe implicar que el sentenciado deba ser fichado ante la sociedad una vez que acredite que cumplió cabalmente con su sentencia.

En materia de reinserción social la Ley de Ejecución de Sanciones Privativas y Restrictivas de la Libertad para el Estado de Coahuila, establece en todo el cuerpo del documento el concepto de reinserción social, entendido como un objetivo fundamental del sistema penitenciario, basado en los derechos humanos, organizado y ejecutado por la administración penitenciaria. La reinserción social del sentenciado será mediante un sistema progresivo, técnico e individualizado, que tendrá como bases la disciplina, el trabajo, la capacitación para el mismo, la educación, la salud y el deporte.  

La reinserción social, se vuelve de particular importancia cuando en el análisis de los datos arrojados del Censo Nacional de Gobierno, Seguridad Pública y Sistema Penitenciario Estatales 2014, nos permiten evidenciar datos sobre la población reclusa al cierre del año 2013. De los 213 682 reclusos, el 87.3 por ciento (186 574) fueron por delitos del fuero común y el 12.7 por ciento (27 108) por delitos del fuero federal. Coahuila de Zaragoza presenta la mayor proporción de personas reclusas por delitos del fuero común pues 2,604 de 2,629 reclusos correspondieron a este rubro. 

El mencionado censo también arroja los datos de los egresos ocurridos en el 2013, quedando establecido que quienes salieron cumplieron sus penas o se dio libertad por otras causas. Tan solo en el estado de Coahuila de Zaragoza hubo egresos de 2,495 personas. Sin duda, la reinserción social de las personas liberadas dependerá, en buena medida, de la capacidad que tenga el Estado para ofrecerles oportunidades laborales igualitarias, dignas, y prevenir aquellas prácticas discriminatorias que menoscaben este derecho fundamental.   

Como sociedad debemos de preguntarnos qué sucede con los individuos que han egresado de las penitenciarias. Sin duda, hay opiniones encontradas en cuanto a la defensa de los derechos humanos de las personas que cometieron algún delito. La inocencia o la culpabilidad corresponden emitirse por otro poder diferente al legislativo, de nosotros es facultad emitir normas en beneficio de todos los sectores de la sociedad. 

Por ello, la importancia de legislar a favor de aquellos individuos que una vez que han cumplido con su sentencia se consideran de nueva cuenta ciudadanos aptos para vivir en sociedad de manera armónica y productiva. Sin embargo, quienes compurgaron su pena y de nueva cuenta convergen en la sociedad encuentran en su paso la discriminación de contar con antecedentes penales, que les impiden ingresar a las fuentes laborales alejándolos de la vida productiva y acercándolos de nueva cuenta a delinquir. Las leyes penales precisan sanciones concretas por conductas antisociales, únicas que pueden válidamente impedirse a los transgresores de ellas, y que una vez cumplidas no deben afectar su reincorporación a una vida normal, sin débitos en su contra que pudieran reclamárseles.

Para solicitar un empleo, en la inmensa mayoría de los casos, los patrones requieren la carta de no antecedentes penales, insistiendo persistentemente en una práctica atentatoria de la dignidad humana, pues exigen su acreditamiento mediante una constancia o carta de no antecedentes penales, pretendiendo de esa forma asegurar que las relaciones futuras sean basadas en comportamientos éticos que se encuentren calificados y certificados; entendiéndose erróneamente bajo el término de “antecedentes penales”, no sólo a los hechos ilícitos declarados así mediante una sentencia judicial, sino que se incluyen investigaciones o procedimientos fallidos a que hubiere estado sujeto una persona. La exigencia de la carta de no antecedentes penales en escuelas o centros de trabajo es violatoria del artículo 18 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y por ende ilegal completamente. 
La inscripción de antecedentes penales en contra de alguna persona que se dice que ha cometido un transgresión a la Ley penal, causa resentimiento y angustia de quien se encuentra en este supuesto y sin duda, le genera problemas legales y psicológicos esto, en razón a que la aplicación de esta medida representa una privación de sus derechos. Asimismo, estos antecedentes penales son tomados en cuenta por el Juzgador para individualizar y agravar a un más la pena de algún otro delito en el que se vea involucrada la misma persona, sin importar que con anterioridad fue absuelta o condenada.

En estas circunstancias el tema que hoy nos ocupa, versa que la existencia de los antecedentes penales en la actualidad sólo sirven para crear un estigma sobre la persona, ocasionando con ello, la imposibilidad de conseguir un trabajo y por ende la reinserción a la productividad del país. Por lo tanto, resulta impostergable regular el tratamiento de los antecedentes penales en la Constitución Política de nuestra entidad, fiel defensora de los derechos humanos.

Cabe destacar que nuestra entidad ha sido durante la presente administración precursora y defensora de los Derechos Humanos y no es en vano que en la Cámara de Diputados Federal, diversos legisladores coahuilenses han presidido la Comisión Ordinaria de Derechos Humanos en aquella representación. Ello nos da pauta para sensibilizarnos del tema y hacer algo al respecto.

Haciendo hincapié nuevamente en la necesidad de legislar a favor de los ciudadanos y del hecho de que no se les puede negar el derecho de trabajar en la profesión u oficio de su elección, mientras éste sea lícito. Las únicas causas para conculcar esta libertad están claramente delimitadas en el artículo 5° de la Constitución, y son: determinación judicial, cuando se ataquen los derechos de tercero, o por resolución gubernativa. Así es cómo en términos generales se determina la libertad y el derecho al trabajo digno, a hacer con libertad lo que nos aporte crecimiento espiritual, ético, creativo y económico.

Como empresario y generador de fuentes de trabajo reconozco que es un derecho de los patrones y de las empresas determinar el proceso de reclutamiento y selección de trabajadores y trabajadoras; desde exámenes y pruebas prácticas para demostrar experiencia y conocimiento, hasta exámenes psicométricos. La evaluación de las habilidades para el trabajo así como las características emocionales de un solicitante, a pesar de versar sobre datos sensibles y privados, resulta necesaria para realizar un diagnóstico del aspirante en relación con el puesto pretendido. Es por ello que todas aquellas capacidades que tengan relación directa con el puesto que se ofrece deben ser evaluadas integralmente y en libertad, puesto que constituyen la base de crecimiento  y desarrollo de las actividades productivas que cada empresa, gobierno o patrón persona física se plantee. Sin embargo, no estoy de acuerdo en incluir esquemas de contratación que resulten discriminatorios, por no constituir la forma idónea de calificar las capacidades en relación con el puesto sino simplemente por tener sustento en el prejuicio y la suposición, como lo es el caso de la no contratación por contar con antecedentes penales, lo que, como ya se explicó, es sumamente ambiguo.

Cabe destacar que también los empresarios han mostrado interés en regular lo referente a los antecedentes penales y durante la LIX Legislatura de este Congreso, fue presentada la iniciativa ciudadana que pretendía modificar diversas disposiciones a la Ley de Ejecución de Sanciones Privativas y Restrictivas de la Libertad para el Estado de Coahuila. En relación a la regulación de cartas de antecedentes penales, planteada por parte de la Federación de Profesionales y Empresarios Democráticos, A.C.
En virtud de lo anterior, y en aras de proscribir una práctica generalizada utilizada por algunos empleadores para rechazar en forma discriminatoria y prejuiciosa a aspirantes a puestos laborales, perjudicando no sólo a las personas que pretenden acceder a un empleo y desempeñarlo en forma digna y honrosa, sino todo el sistema punitivo y su finalidad de reinserción social, se somete a la consideración para su análisis, discusión y en su caso aprobación del Pleno los siguientes:

ARTÍCULO PRIMERO. SE REFORMA Y ADICIONA EL PARRAFO QUINTO, DEL ARTÍCULO 7 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COAHUILA DE ZARAGOZA. Para quedar como sigue:

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil, antecedentes penales o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos humanos y libertades de las personas. La ley establecerá mecanismos a favor de las personas, para que el goce de sus derechos de libertad, igualdad, seguridad jurídica y justicia social, sean reales, efectivos y equitativos dentro del estado humanista, social y democrático de derecho que salvaguarda esta Constitución.

ARTÍCULO SEGUNDO. SE ADICIONA UN PARRAFO SEGUNDO AL ARTÍCULO 170 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA. Para quedar como sigue:

Artículo 170.- Toda persona tiene derecho a un trabajo digno y socialmente útil. El Estado, promoverá la creación de empleos y dentro del ámbito de sus atribuciones vigilará por la estricta aplicación y observancia de las normas de trabajo.

No podrá solicitarse a los aspirantes a un empleo, cualquier tipo de constancia de no antecedentes penales, salvo en aquellos cargos públicos que, conforme a la ley sea necesario este requisito.

Artículos Transitorios:

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado

SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan a este decreto.
Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 10 de Noviembre de 2015

Atentamente

Las Diputadas y Diputados Integrantes del 

Grupo Parlamentario “Eulalio Gutiérrez Ortiz” del 

Partido Revolucionario Institucional

DIPUTADO MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR

DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA        
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN.
DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

Segunda lectura.  Muchísimas gracias. 

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza:

Gracias Diputado. 

Conforme a lo dispuesto en el Artículo 196 de la Constitución Política del Estado, se dispone que esta iniciativa se turne a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia para efectos de estudio y dictamen.

A continuación, se concede la palabra al Diputado  Sergio Garza Castillo, para dar segunda lectura a una iniciativa que presenta y que se encuentra consignada en el Punto 7 F del Orden del Día aprobado. 

Diputado Sergio Garza Castillo:

Gracias,  Diputado Presidente.
El que suscribe, Diputado SERGIO GARZA CASTILLO, de la Fracción Parlamentaria “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola” del Partido Unidad Democrática de Coahuila, conjuntamente con la Diputada LUISA IVONE GALLEGOS MARTINEZ de la fracción parlamentaria Dorotea de la Fuente Flores del Partido Nueva Alianza y el Diputado LEONEL CONTRERAS PAMANES de la fracción parlamentaria Manuel Muñoz Olivares de la Sexagésima (LX) Legislatura del Estado de Coahuila de Zaragoza y con fundamento en los artículos 59 fracción I, y 60 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; 152, 167 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, comparezco  ante esta Soberanía para proponer  la siguiente:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO PARA EL FORTALECIMIENTO DE LA AUTONOMÍA DE LOS ORGANISMOS CIUDADANOS Y LA INDEPENDENCIA DE LOS PODERES ESTATALES. 

POR LA QUE SE REFORMAN EL NUMERAL 5 DEL ARTÍCULO 7MO, ARTÍCULO 74-D, EL NUMERAL 4 DEL ARTÍCULO 195 ASÍ COMO LA ADICIÓN DEL INCISO G DEL NUMERAL 5 DEL ARTÍCULO 27 Y UN PÁRRAFO AL ARTÍCULO 138 TODOS DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA
La cual se presenta bajo la siguiente

E X P O S I C I O N       D E         M O T I V O S

La tendencia global de los últimos años señala la incorporación del gobernado en las acciones de los gobiernos. Considerarlo como parte de la solución antes que un problema; entenderlo como un beneficiario (algunos todavía dirán cliente) de los bienes y servicios que el gobierno provee; incluirlo en la planeación, ejecución y/o evaluación de las actividades del gobierno. Todo esto es, por decirlo de otra manera, el paradigma dominante.

Para llegar a este estadio, un largo camino debió recorrerse. La literatura al respecto señala antecedentes tan remotos como la Inglaterra del siglo XIII y, hoy por hoy, destaca algunos ejemplos y buenas prácticas alrededor del mundo. De esto, se ha escrito ya bastante. Pero ¿qué sucede en los gobiernos locales? ¿Se ha seguido la tendencia de incorporar al gobernado en las acciones del gobierno, en qué medida o, por otro lado, se ha seguido un camino diferente al señalado por la pauta global?

En Coahuila, como una de las pocas entidades reunidas bajo el pacto federal, los organismos ciudadanizados han proliferado en los últimos años. Se continuó con la tendencia nacional al crear una Comisión Estatal de los Derechos Humanos. Tratándose del organismo electoral y del garante en materia de acceso a la información, el Legislador Coahuilense innovó al constituir Consejos Generales integrados por ciudadanos mucho tiempo antes de que esto se considerara como normal en el contexto nacional. 

La integración del ciudadano a organizaciones públicas tiene un profundo sentido en el reconocimiento de la baja credibilidad y legitimidad que, a nivel mundial, tienes los organismos públicos. Reconocerlo puede ser duro, pero esa es la lógica que sigue el esquema adoptado.

En la práctica, la decisión del gobierno sigue siendo la más importante. Puede no ser única, pero la decisión ahí tomada disfruta de tal fuerza dominante que ha instituido el orden social: ¿cómo, si no es así, pudiera explicarse la convivencia de multitudes y diversos actores, interactuando bajo principios diversos y agendas incompatibles? Otros actores han entrado en escena, pero el poder sigue manteniéndose, en gran medida, en las manos del gobierno.

Sobre la liberal-democracia, identifica la legitimidad democrática –única vinculación de la institución del antiguo hombre griego con el moderno-, que postula al poder sostenido sobre el consenso verificado (no presunto) de los ciudadanos respecto a las decisiones que se tomen; en segundo lugar, identifica la resolución de la disputa entre la titularidad y el ejercicio del poder se presenta a partir de fórmulas participativas que adquieren diferentes formas: la construcción de mayorías, la delegación o la representación, por mencionar las más comunes. 

En este punto, la corriente política concide con el estudio de la gestión de lo público por desarrollarse en el siguiente apartado. En palabras de Aguilar Villanueva, se trata de “el paso de la democracia como doctrina de forma de gobierno a la democracia como gobierno con capacidad administrativa”
. La necesidad de legitimidad y la permanente búsqueda de fórmulas participativas impactará en las decisiones públicas que, después de la década de los ochenta del siglo pasado, comienzan a conocerse genéricamente como “políticas públicas”.   

Ahora bien, las voces que cuestionan la sostenibilidad del modelo dominante señalan que “la formulación tradicional de las políticas públicas, a través del esquema decisionista… así como la función de los gobernantes se viene desdibujando y cada día es menos útil para entender los problemas de una realidad compleja”
. La parte sustantiva del cambio de esquema está en comprender que el control jerárquico, como hasta ahora sucede en el modelo estatal, resulta cada vez menos legítimo y eficiente ante una comunidad observadora de un aparato burocrático que no alcanza a satisfacer las expectativas. Streeck y Schmitter
, identifican un cuarto modelo para el orden social, caracterizado por una concertación inter e intraorganizacional, la coexistencia de una pluralidad de actores donde la decisión estatal no es la única. Ellos la denominan “asociacionismo”, otros le llamarán gobernanza. Con independencia de la etiqueta que se imponga, debe destacarse que “la forma como los ciudadanos se relacionan con el sistema político hoy se encuentra en transformación, lo que ha conllevado a la rea-significación de las relaciones políticas y la reconstrucción de los imaginarios políticos antes imperantes”
.
Este muy breve marco de referencia viene a cuenta para comprender que la razón de ser y la legitimidad de organizaciones públicas como el Instituto Electoral, la Comisión de Derechos Humanos en Coahuila y el Instituto de Acceso a la Información, entre otros está en la sana distancia que puedan tener con el Ejecutivo y los otros Poderes Estatales. 

Una sana distancia que no debe confundirse con el distanciamiento o la pugna, una respetuosa cercanía que no debe confundirse con el servilismo. 

El tener actores políticos que hoy despachan en alguna oficina de gobierno, mañana en un organismo ciudadano y pasado mañana regresan a alguna otra encomienda subordinada del Ejecutivo no solo demerita la función de la ciudadanización sino que demerita la esencia las organizaciones, mina su legitimidad. 

Lo que a continuación se propone es una adaptación de la fórmula ya comprobada en otros órdenes donde, para evitar conflicto de intereses, se impide el ingreso inmediato de un servidor público a un rol que se considere incompatible. 

De manera específica, lo que se plantea es que, desde el orden constitucional, quienes se hayan desempeñado al frente de la Comisión de Derechos Humanos, la Auditoría Superior del Estado, o como Consejeros del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana y del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública no puedan, de la noche a la mañana, despachar en alguna posición subordinada al titular del Ejecutivo. En este orden de ideas, procurando el fortalecimiento de la independencia entre poderes, se ha incluido también a los integrantes del Poder Judicial.

Así, por las razones antes expuestas, ante esta Honorable Legislatura se presenta para su análisis, discusión y, en su caso, aprobación, la siguiente:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforman el numeral 5 del artículo 7mo, artículo 74-D, el numeral 4 del artículo 195 así como la adición del inciso G del numeral 5 del artículo 27 y un párrafo al artículo 138, todos de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:
Artículo 7º. …

…

…

…

Toda persona tiene derecho a la información pública. La garantía de acceso a la información pública, es un derecho fundamental que comprende difundir, investigar y recabar información pública, y se definirá a partir de los principios siguientes:

I. …

VII.
La constitución de un organismo público autónomo conforme a las bases previstas en esta Constitución y las siguientes:


1 . …


5. Sus integrantes serán designados por el voto de cuando menos las dos terceras partes del Congreso del Estado, en los términos y conforme al procedimiento que disponga la ley. En todo caso, los Consejeros de este Órgano Garante  no podrán desempeñarse dentro de alguna posición del Poder Ejecutivo dentro de los siguientes seis años después de terminada su responsabilidad.
…

Artículo 27. La renovación de los poderes Ejecutivo y Legislativo del Estado, así como de los ayuntamientos, se realizará mediante elecciones libres, auténticas y periódicas, conforme a las siguientes bases:

1 . …

…

…

5. …


a) …


…

…


g) …

h) Concluido el encargo de Consejero, la persona que lo haya ejercido no podrá desempeñarse dentro de alguna posición del Poder Ejecutivo dentro de los siguientes seis años
7. …

Artículo 74-D. El Auditor Superior del Estado será designado por el voto de las dos terceras partes de los diputados presentes del Pleno del Congreso; será inamovible y su remoción sólo podrá realizarse por las causas establecidas en las leyes y conforme a los procedimientos previstos en el Título Séptimo de esta Constitución; durará en su encargo ocho años y podrá ser ratificado para un segundo período. Concluido el encargo no podrá desempeñarse dentro de alguna posición del Poder Ejecutivo dentro de los siguientes seis años.

Artículo 138. Para ser nombrado Magistrado del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral, del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje se requiere:

I …

II …

…

…

IV …

Los nombramientos de los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral, del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, deberán recaer preferentemente entre aquellas personas que hayan servido con eficiencia, capacidad y probidad en la impartición de justicia o que se hayan distinguido por su honorabilidad, competencia y antecedentes profesionales en el ejercicio de la actividad jurídica.

Concluido el encargo como Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral, del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje no podrá desempeñarse dentro de alguna posición del Poder Ejecutivo dentro de los siguientes seis años

Artículo 195. …

…

La Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila, se constituirá conforme a lo siguiente:

1. …

...

…

4. El Presidente de la Comisión, así como los consejeros, propietarios y suplentes, serán designados por el voto de la mayoría de los miembros del Congreso del Estado, ajustándose a un procedimiento de consulta pública, que deberá ser transparente, en los términos y condiciones que disponga la ley. En todo caso, el Presidente de la Comisión  no podrá desempeñarse dentro de alguna posición del Poder Ejecutivo dentro de los siguientes seis años después de terminada su responsabilidad. 
5. …

…

…

13. …

TRANSITORIOS

ÚNICO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

SALÓN DE SESIONES DEL H. CONGRESO DEL ESTADO

SALTILLO, COAHUILA A 23 DE JUNIO DEL 2015

“POR UN GOBIERNO DE CONCERTACIÓN DEMOCRÁTICA”

DIP. SERGIO GARZA CASTILLO

FRACCIÓN PARLAMENTARIA “HILDA GRACIELA RIVERA DE PÉREZ ARREOLA” DEL PARTIDO UNIDAD DEMOCRÁTICA DE COAHUILA

DIP. LUISA IVONE GALLEGOS MARTINEZ

FRACCION PARLAMENTARIA “DOROTEA DE LA FUENTE FLORES” 

DEL PARTIDO NUEVA ALIANZA

DIP. LEONEL CONTRERAS PAMANES 

FRACCION PARLAMENTARIA “MANUEL MUÑOZ OLIVARES” 

DEL PARTIDO PRIMERO COAHUILA

Es cuanto, Diputado Presidente.

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza:

Gracias Diputado.

Conforme a lo dispuesto en el Artículo 196 de la Constitución Política del Estado, se dispone que esta iniciativa se turne a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia para efectos de estudio y dictamen. 

A continuación, se concede la palabra a la Diputada  Georgina Cano Torralva, para que haga una exposición general de la iniciativa que presenta y que se encuentra consignada en el Punto 8 A del Orden del Día aprobado. 

Diputada Georgina Cano Torralva: 

Con su permiso, Diputado Presidente. 

La desaparición de personas es una realidad que lacera a miles de familias que hoy desconocen el paradero o el destino de alguno o algunos de sus integrantes que contra su voluntad fueron privados de la libertad. 

Esas familias que son también víctimas demandan del gobierno federal, así como de los gobiernos estatales realizar acciones para localizarlas, para conocer la verdad sobre las condiciones de su desaparición, para garantizar continua reconociéndose su personalidad jurídica y para prevenir la comisión de ese delito, puesto que éste es uno de los crímenes más graves que atentan e injurian a la humanidad. 

Así, desde el sistema universal de protección de los derechos humanos y los sistemas jurídicos nacional y estatales, las autoridades competentes deben velar  y garantizar que toda persona pueda denunciar las desapariciones, que se sigan las investigaciones para esclarecer los hechos, se adopten medidas para asegurar la protección de los denunciantes y de los allegados a la víctima y se sancione a los responsables.

Se trata pues, de que se adopten medidas integrales y entre ellas la legislativas que guíen el quehacer gubernamental y definan mecanismos de protección y garantía a las víctimas de desaparición y sus familiares. 

En ese camino, Coahuila de Zaragoza ha trabajado, cuenta hoy con legislación constitucional y ordinaria sobre desapariciones que fue diseñada bajo estándares internacionales que permiten buscar con mayor efectividad a las personas desaparecidas, así como atender las demandas de sus familiares y en ese marco se precisa sobre el derecho de las personas desaparecidas, a continuar con su personalidad jurídica con el fin de garantizar el ejercicio de todos sus derechos. 

Por tanto el Estado debe adoptar las medidas apropiadas en relación con la situación legal de las personas desaparecidas, cuyo paradero no ha sido esclarecido.

Para tal fin, la ley establecerá el procedimiento para la declaración de ausencia por desaparición de personas. 
Conforme a lo anterior, fue aprobada el 20 de mayo de 2014 la Ley para la Declaración de Ausencia por Desaparición de Personas del Estado de Coahuila de Zaragoza que tiene por objeto “reconocer y garantizar los derechos a la identidad y personalidad jurídica de la víctima sometida a desaparición y otorgar las medidas apropiadas para asegurar la protección más amplía a sus familiares […], y en ese esquema garantista se inserta la presente iniciativa que presento considerando la siguiente:  

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Como se anotó antes, el 20 de mayo de 2014 se publicó en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, la Ley para la Declaración de Ausencia por Desaparición de Personas del Estado de Coahuila de Zaragoza.

En esa ley, cuyas disposiciones se armonizan con aquellas del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, se prevén normas tendientes a proteger a las personas contra las desapariciones, así como a establecer el procedimiento legal para que, en los casos de denuncia por la desaparición de una persona o varias de ellas se garantice a las mismas el derecho a continuar con su personalidad jurídica, con el fin de garantizar el ejercicio de todos sus derechos.

En ese marco y a través del referido procedimiento legal, se reconocen y garantizan a la víctima, mediante la adopción de acciones específicas, los derechos a la identidad y a la personalidad jurídica, por tanto, se dispone sobre las medidas para asegurar la protección más amplia a sus familiares o a cualesquier persona con quien tenga una relación afectiva inmediata y cotidiana. 

De tal manera, la ley determina que una vez que el Ministerio Público reciba una denuncia por desaparición de persona, deberá avocarse de manera inmediata a la búsqueda de la misma y, pasado un término de 30 días,  podrá presentar ante la autoridad jurisdiccional, en este caso, un juez de primera instancia en materia civil, el mismo o las personas a quienes la propia ley faculta,  la  solicitud de declaración de ausencia por desaparición de personas y, a la par, la solicitud de autorizar las medidas urgentes, provisionales o de protección que resulten necesarias para proteger los derechos de las víctimas.  

Posterior a eso y recibida aquella solicitud, el juez competente requerirá inmediatamente a las autoridades de la emisión de copias certificadas de las denuncias para que obren en el expediente, a fin de proceder a su análisis para, posteriormente y desahogado en sus términos aquél procedimiento, emitir una resolución sobre Declaración de Ausencia por Desaparición de Personas, misma que deberá publicarse, para su difusión, en el Periódico Oficial del Estado de Coahuila de Zaragoza, en el portal de internet del Gobierno del Estado de Coahuila que se abra para ese propósito, así como en los diarios de mayor circulación en el lugar de residencia de la persona desaparecida; publicación ésta que deberá  hacerse en tres ocasiones, con un intervalo de cinco días naturales, todo ello sin costo para los familiares. 

A poco más de dos años de la entrada en vigor de esa ley, acontece que los edictos correspondientes se difunden en la página electrónica del Poder Judicial del Estado en forma permanente –por año e identificando el juzgado que lo emitió, así como en el Periódico Oficial del Estado, pero las publicaciones en los diarios de mayor circulación sí han generado costos rompiendo con ello el propósito perseguido por la citada ley.

Debe quedar fuera de toda discusión la conveniencia e importancia de la difusión de aquellos edictos, más no así, aquella sobre los medios para hacerlo.

Al respecto, cabe mencionar como antecedente de la reflexión de aquel punto, las reformas que el 22 de septiembre de 2015 se publicaron en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado,  al Código Civil y Código Procesal Civil vigentes en la entidad, referentes a la publicación de edictos electrónicos en las que, para aprobarse, se consideró que el Internet se ha convertido hoy en día en una herramienta indispensable en el desarrollo de las actividades cotidianas de las personas y representa,  indudablemente, una plataforma innovadora en la realización de las actividades gubernamentales.

Ciertamente, en Coahuila, “49.3 % de cada 100 habitantes cuenta con acceso a internet lo que coloca a esta entidad cinco puntos porcentuales por arriba de la media nacional que es de 44.4 % conforme al estudio realizado por el INEGI [Instituto Nacional de Estadística y Geografía].
Entonces, en Coahuila de Zaragoza, a partir de aquella reforma, la publicación de edictos de diversos procedimientos se hace de manera electrónica a través del portal correspondiente. 
Aunado a lo anterior, cabe señalar también como ventaja de la difusión de resoluciones jurisdiccionales en medios electrónicos como el Internet, el hecho de su permanencia por tiempo indefinido en los portales, posibilitándose, de esa manera, que en cualquier tiempo o en cualesquier parte del estado, el país o el mundo puedan ser conocidas por un amplio porcentaje de personas. 

Con esta iniciativa se propone homologar las disposiciones de la Ley para la Declaración de Ausencia por Desaparición de Personas del Estado de Coahuila de Zaragoza con las disposiciones vigentes en nuestra entidad en materia de difusión de edictos vía electrónica, así como desterrar una prevención que no ha resultado efectiva, esto es la difusión gratuita de edictos por la prensa escrita y, para ello, lo procedente reformar el artículo 7 de la citada ley.  

De esa manera, se responde a los tiempos que corren: hoy se avanza hacia el mayor uso de Internet; cada vez, son más las personas que tienen acceso a él; su cobertura es más amplia que la de algunos medios impresos y, en el caso de las resoluciones emitidas para declarar la desaparición de una persona,  éstas podrán llegar a un mayor número de personas que viven no solamente en el lugar de residencia de la víctima o víctimas de desaparición, si no, inclusive, la que habita en otros estados e incluso países.

Por lo anteriormente expuesto es que considero presentar ante este Honorable Pleno para su estudio, discusión y, en su caso, aprobación, la siguiente iniciativa de: 

DECRETO

Artículo único: Se reforma el segundo párrafo del artículo 7 de la Ley para la Declaración de Ausencia por Desaparición de Personas del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:
Artículo 7.- El Juez competente mandará publicar la resolución sobre Declaración de Ausencia por Desaparición de Personas en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza y en el portal de internet del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza que se abra para estos propósitos. 

…

TRANSITORIOS

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto.

ATENTAMENTE

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 1 de septiembre de 2016.

DIPUTADA GEORGINA CANO TORRALVA
LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ

DIP. LUIS GURZA JAIDAR

DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA  DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
   
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO
Es cuanto, Diputado Presidente. 

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza:

Gracias Diputada. 

Se dispone que la anterior iniciativa sea turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, para efectos de estudio y dictamen. 

A continuación, se concede la palabra a la Diputada Luisa Ivone Gallegos Martínez, para que haga una exposición general de la iniciativa que presenta y que se encuentra consignada en el Punto 8 B del Orden del Día aprobado. 

Diputada Luisa Ivone Gallegos Martínez:

Con su permiso, Diputado Presidente. 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE ADICIONA LA FRACCIÓN XVI AL ARTICULO 13 DE LA LEY PARA LA PROTECCION DE LOS NO FUMADORES EN EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS:
Según Información de la Secretaría de Salud, actualmente no existe duda de que el tabaquismo causa daños a la salud de los fumadores activos y se ha demostrado que el tabaquismo pasivo o involuntario es un factor de riesgo para enfermedades relacionadas a su consumo.

Un fumador involuntario es aquel no fumador que se expone al humo del tabaco de personas fumadoras al convivir con ellas.

Estudios realizados en diversas naciones durante las últimas dos décadas han demostrado la existencia de daños en la salud de los fumadores pasivos, quienes presentan incluso enfisema y cáncer pulmonar sin que jamás hayan encendido un cigarro.

Según el reporte de la Secretaría de Salud, el caso más dramático es el de algunos niños que involuntariamente, se convierten desde sus primeros meses de vida en fumadores pasivos. Una gran número de representantes de la comunidad científica han coincidido en señalar la existencia entre un estrecho vínculo entre padres fumadores e hijos con enfermedades respiratorias, asma y el síndrome infantil de muerte súbita, conocido comúnmente como “muerte de cuna”. 

Tanto las cardiopatías como el cáncer pulmonar y nasal han sido enfermedades que los especialistas han asociado a la exposición que los fumadores pasivos han tenido al humo del cigarro de otras personas. 

De acuerdo a datos de la Secretaría de Salud, el principal lugar de exposición involuntaria del humo del tabaco, tanto en hombres como en mujeres, se da en el ambiente familiar, lo que conlleva una necesidad urgente de fomentar la educación en la familia para reducir el número de fumadores que exponen a sus conyugues y sobre todo a los hijos a este agente nocivo de la salud.

El 27 de febrero del 2005 entró en vigor el Convenio Marco de la OMS, un tratado de salud pública mundial para dar respuesta a la globalización de la epidemia tabáquica. Teniendo como objeto reducir la carga de morbilidad y mortalidad producida por el tabaco. Y se defiende el derecho a que toda persona tenga al disfrute del más alto nivel posible de salud. Hace hincapié en el derecho de las partes a proteger la salud de sus poblaciones, al igual que en los derechos individuales de las personas a la salud y al bienestar que éstas pueden obtener protegiéndose del tabaco. El Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud observa que es necesaria la cooperación internacional más amplia posible para controlar las enfermedades producidas por el tabaco.  

Según la Comisión Nacional de Derechos Humano los derechos de los niños, niñas y adolescentes previstos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los tratados Internacionales y en las demás leyes aplicables, esencialmente en la convención sobre los derechos del  niño y en la ley general de los derechos de niñas, niños y adolescentes publicada el 4 de diciembre del 2015, son entre otros el Derecho a la vida, a la supervivencia y al desarrollo, el Derecho a vivir en condiciones de bienestar y a su sano desarrollo integral, el Derecho a una vida libre de violencia y seguridad social, el Derecho a la integridad y seguridad personal, el Derecho a la salud.

Según la SEPAR Sociedad Española de Neumología y Cirugía Torácica ha planteado este año 2016 la posibilidad de que la exposición al humo del tabaco en los menores pueda considerarse como una forma de maltrato infantil y menciona en estudios que ha realizado que dicha exposición pasiva al humo del tabaco no solo afecta a los niños durante su infancia, sino también en su vida adulta. La exposición pasiva al humo del tabaco no es simplemente un comportamiento dañino, si no que puede ser mortal, especialmente en niños y bebes. Esta exposición involuntaria es la causa de múltiples enfermedades respiratorias infantiles, como el asma, la neumonía y patologías cardiacas graves además de la muerte súbita del lactante. Aumentando un 40% de probabilidades de desarrollar fibrilación auricular en edad adulta y diabetes. 

Es por ello que debemos ver por la salud de nuestros pequeños, y evitar privarlos de un ambiente sano y aire fresco que les llegue a perjudicar en cualquier momento, es por ello que presento esta 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE  ADICIONA LA FRACCIÓN XVI AL ARTÍCULO 13 DE LA LEY PARA LA PROTECCION DE LOS NO FUMADORES EN EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, EL CUAL TIENE COMO FIN PROHIBIR FUMAR EN CUALQUIER TIPO DE VEHÍCULOS CUANDO HAY MENORES DE EDAD PRESENTES. 
SALTILLO COAHUILA DE ZARAGOZA, A 01 DE SEPTIEMBRE DE 2016

ATENTAMENTE

DIPUTADA LUISA IVONE GALLEGOS MARTÍNEZ
POR LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA 
“DOROTEA DE LA FUENTE FLORES” DEL PARTIDO NUEVA ALIANZA.
Es cuanto, Diputado Presidente.

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza:

Gracias Diputada.

Se dispone que la anterior iniciativa sea turnada a la Comisión de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua para efectos de estudio y dictamen. 

A continuación, se concede la palabra a la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, para que haga una exposición general de la iniciativa que presenta y que se encuentra consignada en el Punto 8 C del Orden del Día aprobado. 

Diputada Claudia Elisa Morales Salazar: 

Buenas tardes.

Con su permiso, Diputado Presidente. 

Pues sin duda hay ocasiones en las que las preocupaciones nos hacen coincidir en los temas y en esta ocasión no es la excepción, el tema que voy a presentar ahora habla de lo mismo que acaba de exponer mi compañera Diputada  Luisa Ivone y, bueno, sigo adelante con la exposición de motivos. 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS.
De acuerdo con el artículo 4, párrafos cuarto y quinto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda persona tiene derecho a la protección de la salud, así como a un medio ambiente sano para su desarrollo y bienestar. El que se conjunten ambos derechos en el mismo ordenamiento superior de nuestro país, más que una coincidencia afortunada, nos muestra la real y la clara relación entre el disfrutar de un medio ambiente sano y su impacto en la salud de las personas.

La ciencia ha demostrado que la salud humana está estrechamente relacionada con el medio ambiente que nos rodea: nuestro entorno climático y nuestra adaptación a él, lo que ingerimos directamente proveniente de la naturaleza, entre otras interacciones que desarrollamos a diario. Establecer esta relación no es sencillo, sobre todo porque es necesario identificar con claridad las relaciones causa-efecto entre los factores medio ambiente y las efectos negativos en el contexto físico o de salud de una persona, lo que supone la intervención de especialistas en las más diversas ramas de conocimiento científico así como cuantiosas inversiones por parte del sector público y privado.

No obstante, existen áreas en que se conoce bien la relación de los efectos ambientales sobre la salud humana, una de las cuales es la relativa a los efectos sobre la salud que produce la exposición prolongada al humo del tabaco. En el humo de tabaco hay unos 4 mil productos químicos conocidos, de los cuales se sabe que, como mínimo, 250 son nocivos, y más de 50 cancerígenos para el ser humano. El humo de tabaco en espacios cerrados es inhalado por todos; por lo tanto, tanto fumadores como no fumadores quedan expuestos a sus efectos nocivos.

El artículo 8 del Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud (OMS) reconoce que la ciencia ha demostrado de manera infalible que la exposición al humo de tabaco es causa de mortalidad, morbilidad y discapacidad. De acuerdo con cifras de la misma OMS, el tabaco mata cada año a casi 6 millones de personas, de las que más de 5 millones son consumidores del producto y más de 600 mil son no fumadores expuestos al humo de tabaco ajeno.

Entre los más vulnerables a la exposición del humo de tabaco se encuentran los niños; según las estimaciones de este organismo internacional, unos 700 millones de niños (casi la mitad de los niños del mundo) respiran aire contaminado por humo de tabaco. Más de un 40% de los niños tienen al menos uno de sus padres es fumador. En 2004 los niños fueron víctimas del 31% de las 600 mil muertes prematuras atribuibles al humo ajeno.

La adopción de espacios 100% libres de humo de tabaco, guarda congruencia con la política de combate al tabaquismo suscrita por el Estado Mexicano a través del Convenio Marco de la OMS para el Control del Tabaco y con la Ley General para el Control del Tabaco; este instrumento legal desarrolla de forma amplia el marco regulatorio que facilita y promueve espacios 100% libres de humo de tabaco y programas de educación para un medio ambiente libre de humo de tabaco al tiempo que fija la prohibición taxativa a cualquier persona para consumir o tener encendido cualquier producto del tabaco en los espacios 100% libres de humo de tabaco, espacios públicos, así como en las escuelas públicas y privadas de educación básica y media superior.

Si bien los espacios 100% libres de humo de tabaco han sido, desde su implementación, de gran utilidad y beneficio para miles de personas antes expuestas a la inhalación de los centenares de agentes nocivos asociados al tabaco, debe reconocerse que en el ámbito privado aún persisten algunas conductas que ponen en riesgo la salud de los no fumadores, especialmente la de las niñas, niños y adolescentes, y a quienes la protección de la Ley General no los alcanza en algunos aspectos de la esfera privada, propia del espacio de cohabitación de la familia. Un ejemplo de ello son los conductores de automóviles particulares que fuman mientras conducen sin importar que en el interior de sus vehículos viajan menores de edad. Aun cuando podría pensarse que esta práctica, por producirse al interior de un vehículo que se considera propiedad privada, se exenta de la regulación relativa a los espacios 100% libres de humo de tabaco y resulta inaplicable, lo cierto es que lo que suceda en su interior no escapa a las disposiciones de orden público en otras materias como salud, o de protección a los derechos de los niñas, niños y adolescentes.

Es jurídicamente válido imponer mediante ley restricciones a los conductores de vehículos particulares que fumen en su interior cuando se hallen niñas, niños y adolescentes a bordo, en razón de que preservar la salud de los menores es una cuestión de orden público; no se trata de imponer sanciones o medidas absurdas que atenten contra la libertad de las personas a fumar en el interior de sus vehículos, sino, por el contrario, obedece y están fundadas en elementos objetivos como resultados científicos en torno a los daños que genera en la salud la exposición al humo de tabaco y la lesión al derecho a la salud de nuestras  niñas, niños y adolescentes que dicha acción representa.

De esta forma, el orden público funciona como un límite por medio del cual se restringe la facultad de los individuos para realizar algunas cosas o se impide que algunas cosas solo tengan efectos dentro de un situación jurídica específico, es decir, el orden público es un mecanismo a través del cual el estado impide que ciertos actos particulares afecten intereses fundamentales de la sociedad.

Es por lo anteriormente expuesto, compañeras y compañeros que la Socialdemocracia les hace un llamado a sumarnos a la presente iniciativa, la cual presento ante este Honorable recinto la siguiente:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL PARRAFO SEGUNDO DEL ARTICULO 14 DE LA LEY PARA LA PROTECCION DE LOS NO FUMADORES EN EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
ARTÍCULO PRIMERO: Se reforma el párrafo segundo del artículo 14 de la Ley para la Protección de los No Fumadores el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 14.-  En el caso de vehículos o taxis para transporte individual, corresponde al conductor determinar si en el mismo autoriza o no fumar a los pasajeros, debiendo colocar un letrero visible en ese sentido. Los conductores deberán abstenerse de fumar en el interior de los mismos cuando viajen acompañados de niñas, niños y adolescentes. La inobservancia de esta disposición se sancionará como infracción de tránsito por las autoridades municipales.
TRANSITORIOS

ARTÍCULO UNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de   su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Dado en el salón de sesiones del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Saltillo, Coahuila a 01 de Septiembre del  2016

DIPUTADA CLAUDIA ELISA MORALES SALAZAR.

Es cuanto, Diputado Presidente.

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza:

Gracias Diputada.

Se dispone que la anterior iniciativa sea turnada a la Comisión de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua para efectos de estudio y dictamen. 

A continuación, se concede la palabra al Diputado Javier Díaz González, a fin de que haga una exposición general de la propuesta de iniciativa que presenta y que se encuentra consignada en el Punto 8 D del Orden del Día aprobado. 

Diputado Javier Díaz González: 

Con su permiso, Diputado Presidente. 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA QUE SE REFORMAN EL ARTÍCULO TERCERO, AL QUE SE ADICIONA UNA FRACCIÓN TERCERA, Y EL ARTÍCULO 33, AL QUE SE ADICIONA UNA FRACCIÓN CUARTA, DE LA LEY DE DESARROLLO ECONÓMICO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTAN LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DEL DIPUTADO JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

P R E S E N T E.

El que suscribe, Diputado Javier Díaz González, conjuntamente con las demás diputadas y diputados que la suscriben, en el ejercicio de las facultades que nos confieren los artículos 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, nos permitimos  someter a esta soberanía, la presente Iniciativa con proyecto de decreto por la que se reforma el Artículo Séptimo, en su Párrafo Quinto, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS.

La atracción de inversiones nacionales y extranjeras a las entidades federativas, así como el fomento del crecimiento y la expansión de las que ya se encuentran instaladas en su territorio, son objetivos que ocupan un sostenido esfuerzo institucional en todos los estados de la República por parte de los gobiernos locales.

Crear nuevos empleos, y un efecto de círculo virtuoso en la economía regional, ocupa hoy de instrumentos legales que permitan articular las políticas públicas en la materia.

Los incentivos que se otorgan en cada estado complementan las condiciones de competitividad que tienen que ver con infraestructura, mano de obra calificada, y en general recursos humanos de calidad, así como niveles de bienestar, condiciones de seguridad, prestación de servicios, disponibilidad de proveeduría, así como el ambiente laboral, la ubicación geográfica estratégica, son factores determinantes para elegir el destino de una inversión productiva.

En este sentido Coahuila cuenta con un escenario altamente favorable para la captación de proyectos empresariales que se reflejan semana a semana, mes a mes, con el anuncio de la llegada de nuevas empresas y negocios, orientados principalmente a las vocaciones productivas predominantes, pero cada vez más con un alto sentido de diversificación, en cuanto a sectores industriales, y en cuanto a ubicación regional, lo cual explica nuestro desarrollo equilibrado en todas las zonas de la entidad.

La política de incentivos, se ejerce de acuerdo a los precisos lineamientos que establece la Ley de Desarrollo Económico del Estado de Coahuila de Zaragoza, que refleja la visión estratégica, y delinea los criterios con los que han de otorgarse los apoyos, con cuya asignación se fortalecen nuestros atractivos para captar permanentemente inversiones.

No obstante que la Ley en comento, en su articulado establece con amplitud los supuestos y las características, que engloban el universo de escenarios y destinatarios de los incentivos legalmente previstos, y que se define una figura institucional, en los Consejos Regionales, referidos en el Artículo 33, que circunscriben a decisiones colegiadas, las decisiones en la materia, consideramos que es posible todavía ampliar el universo de representación institucional, que ya incluye al Gobierno del Estado, y a las administraciones municipales, con la participación de las Universidades públicas de nuestro sistema educativo estatal.

La fuerza de la representatividad del sector académico, así como la sustentación de sus valoraciones en proyectos basados en desarrollo científico y tecnológico; así como las evaluaciones de proyecciones mercadotécnicas y horizontes macroeconómicos, serían un gran aporte en los trabajos de los Consejos Regionales, de acuerdo a lo que contempla nuestra normativa estatal.

Es por eso que, en aras de un mayor soporte técnico en las deliberaciones y decisiones de nuestras instancias decisorias en materia de desarrollo económica, proponemos el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

UNICO.-  Se adiciona una fracción XXI al Artículo Tercero, y una fracción IV al Artículo 33, de la LEY DE DESARROLLO ECONÓMICO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, para ser reformada y quedar como sigue:

Artículo 3º …

I al XX.- …

XXI.- Universidades: la Universidad Autónoma de Coahuila, o las Universidades Tecnológicas o Politécnicas, del Sistema Educativo Estatal.

Artículo 33.-…

I al III,-…

IV.- Un representante de las Universidades públicas instaladas en el estado o la región correspondiente, que deberá ser invariablemente el Rector de las mismas.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO. Se derogan las disposiciones que se opongan a lo previsto en este decreto.

SALTILLO, COAHUILA, A 1º. DE SEPTIEMBRE DE 2016.

POR EL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”

DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZALEZ.

LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR

DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA       
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN.
DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

Es cuanto, Diputado Presidente. 

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza:

Gracias Diputado. 

Se dispone que la anterior iniciativa sea turnada a la Comisión de Desarrollo Económico, Competitividad y Turismo para efectos de estudio y dictamen. 

A continuación, le solicito a la Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez, se sirva dar segunda lectura al dictamen de Reforma Constitucional presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, y que se encuentra consignado en el Punto 9 del Orden del Día aprobado. 

Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez:

DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Gobernación Puntos Constitucionales y Justicia y de Hacienda de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por la que reforma el Artículo 158-U, fracción V, numerales 2 y 8, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Luis Gurza Jaidar, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben. 

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso, de fecha 10 de Junio de 2015, se recibió una Iniciativa con Proyecto de Decreto por la que reforma el Artículo 158-U, fracción V, numerales 2 y 8, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Luis Gurza Jaidar, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben. 

SEGUNDO.  Que por acuerdo del Presidente del Pleno del Congreso se turnó dicha iniciativa a las Comisiones Unidas de Gobernación Puntos Constitucionales y Justicia y de Hacienda para su estudio y, en su caso, dictamen; y

CONSIDERANDOS

PRIMERO. Que estas Comisiones son competentes para emitir del presente dictamen, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 90, 92 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

SEGUNDO. Que la Iniciativa de Decreto por el que se reforma la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Diputado Luis Gurza Jaidar, se basa en la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Que la Constitución Política del Estado de Coahuila en su artículo 158-U, fracción V, numerales 2 y 8 estipula lo siguiente:

“Artículo 158-U. Los Ayuntamientos tendrán las competencias, facultades y obligaciones siguientes:

V.  En materia de hacienda pública municipal:

1. …

2. Discutir, analizar y someter a la aprobación del Congreso del Estado, a más tardar el 31 de octubre de cada año, la iniciativa de Ley de Ingresos correspondiente a cada ejercicio fiscal.

3. al 7. …

8. Proponer al Congreso del Estado a más tardar el 31 de octubre de cada año, las cuotas y tarifas aplicables a impuestos, derechos, contribuciones de mejoras y las tablas de valores unitarios de suelo y construcciones que sirvan de base para el cobro de las contribuciones sobre la propiedad inmobiliaria, en los términos de las leyes fiscales y conforme a los principios de equidad, proporcionalidad y capacidad contributiva.”

9. al 11. …

Que las Leyes de Ingresos constituyen el ordenamiento recaudatorio fundamental, por el cual los municipios adquieren los recursos económicos, para su administración y distribución en distintas áreas, los cuales deberán otorgar beneficios a la comunidad. Los proyectos que presentan los Ayuntamientos ante este Congreso para su análisis y aprobación, deben siempre de contemplar con total claridad y en todo momento los sujetos, objetos y montos de recaudación.

Que la iniciativa de reforma que se propone, vendría a ayudar de manera muy puntual a todos los municipios, ya que no basta con presentarla y que sea aprobada por el Congreso del Estado, sino que se deben de publicar ambos documentos en el  Periódico Oficial del Gobierno del Estado, y una vez publicada la aprobación de su respectiva Ley de Ingresos y Tabla de Valores Catastrales, los municipios tienen que implementar diversos programas para que se puedan aplicar a partir del primer día del mes de enero del año siguiente de manera puntual, situación que requiere de un tiempo considerable, siendo por ello otro de los fines de la presente iniciativa de reforma.

Que la iniciativa en cuestión propone que en vez de que la Ley de Ingresos y las Tablas de Valores Catastrales se presentan a más tardar el 31 de octubre, su exhibición se haga el 15 de octubre; es decir, 15 días antes, lo que permitiría al Congreso del Estado, a los Municipios y a las Juntas Municipales de Catastro, contar con tiempo suficiente para interactuar a fin de aclarar dudas e inquietudes; todo lo cual, en última instancia, redundará en una administración más eficiente y sobre todo garantizará que la aplicación de los recursos públicos será utilizada con probidad, ya que se contó con tiempo más que suficiente para un análisis exhaustivo de las iniciativas presentadas por los Ayuntamientos.

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 59 fracción I, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como por los artículos 21, fracción IV, 152 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este Pleno del Congreso, la siguiente iniciativa con:

PROYECTO DE DECRETO

UNICO.-  Se reforma el Artículo 158-U, fracción V, numerales 2 y 8 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 158-U.  … 

I. a  IV.  …

V. …

1. …

2. Discutir, analizar y someter a la aprobación del Congreso del Estado, a más tardar el 15 de octubre de cada año, la iniciativa de Ley de Ingresos correspondiente a cada ejercicio fiscal.

3. a 7. …

8. Proponer al Congreso del Estado a más tardar el 15 de octubre de cada año, las cuotas y tarifas aplicables a impuestos, derechos, contribuciones de mejoras y las tablas de valores unitarios de suelo y construcciones que sirvan de base para el cobro de las contribuciones sobre la propiedad inmobiliaria, en los términos de las leyes fiscales y conforme a los principios de equidad, proporcionalidad y capacidad contributiva.”

9. a 11. …

VI. a IX. …

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrara en vigor al día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO. Se derogan las disposiciones que se opongan a lo previsto en este decreto.

TERCERO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación Puntos Constitucionales y Justicia y de Hacienda de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Dip. Francisco Tobias Hernández (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria),  Dip. José María Fraustro Siller, Dip. Jesús de León Tello, Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez, Dip. Luis Gurza Jaidar (Coordinador), Dip. Melchor Sánchez de la Fuente (Secretario),   Dip. José María Fraustro Siller,  Dip. Javier Díaz González, Dip. Sergio Garza Castillo, Dip. Lariza Montiel Luis, Dip. Claudia Elisa Morales Salazar.

Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 22 de Septiembre de 2015.

POR LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES Y  JUSTICIA

 DE LA LX LEGISLATURA

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Francisco Tobias Hernández.
Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Georgina Cano Torralva
Secretaria 


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. José María Fraustro Siller

	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Jesús de León Tello

	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez.

	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




POR LA COMISIÓN DE HACIENDA DE LA LX LEGISLATURA

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Luis Gurza Jaidar
Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Melchor Sánchez de la Fuente
Secretario  


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. José María Fraustro Siller

	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier Díaz González

	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Sergio Garza Castillo

	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Lariza Montiel Luis

	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Claudia Elisa Morales Salazar

	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




Es cuanto, Diputado Presidente. 

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza:

Gracias Diputada. 

Esta Presidencia somete a consideración el proyecto de decreto contenido en el dictamen.  Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar su intervención. 

No habiendo intervenciones, procederemos a votar el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración. Las Diputadas y Diputados emitiremos nuestro voto mediante el sistema electrónico.  Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez,  sírvase tomar nota de la votación e informe sobre el resultado. 

Abrimos sistema.  Cerramos sistema. 
Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez:

Diputado Presidente,  el resultado de la votación es el siguiente: 20 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 
Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza: 

Se aprueba por unanimidad el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración, procédase a la publicación de esta Reforma Constitucional, así como a su envío a los Ayuntamientos del Estado para que resuelvan sobre su aprobación, según lo dispuesto en los Artículos 196 y 197 de la Constitución Local, así como en los Artículos 159 y 160, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

A continuación, esta Presidencia informa que los coordinadores de las Comisiones de Hacienda y de Finanzas, han solicitado la dispensa de la lectura de los considerandos y resultandos de los dictámenes consignados en los puntos 10 A al 10 D del Orden del Día previamente aprobado y que solo sea leída una exposición general de los mismos, toda vez, que las iniciativas y los considerandos a que están referidos, así como los mismos dictámenes estuvieron a la vista de los integrantes de la Legislatura con anticipación y que se publicaron previa e íntegramente en la Gaceta Parlamentaria de la página del Congreso, por lo que dicha solicitud se somete a su consideración. 

No habiendo intervenciones, se somete a votación la referida propuesta de dispensa, pidiéndose a las Diputadas y Diputados presentes que mediante el sistema electrónico emitamos nuestro voto y a la Diputada Secretaria  Georgina Cano Torralva que tome nota de la votación y nos informe sobre el resultado. 
Abrimos sistema.  Cerramos sistema. 

Diputada Secretaria  Georgina Cano Torralva:

Diputado Presidente, el resultado de la votación es el siguiente: 21 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza: 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad la propuesta para la dispensa de los asuntos antes mencionados. 

A continuación, le solicito a la Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez, que en la forma aprobada se sirva dar lectura al dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Finanzas y de Hacienda consignada en el Punto 10 A del Orden del Día. 
Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez:

DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Finanzas y Hacienda de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Acuña, Coahuila, mediante el cual solicita que se autorice a dicho municipio a que afecten sus Participaciones y/o Aportaciones Federales que le correspondan, hasta por la cantidad de $1,813,000.00 (Un Millón Ochocientos Trece Mil Pesos 00/100 M.N.), para cumplir con el pago de las obligaciones económicas contraídas en el Convenio de Colaboración y Concertación entre el Poder Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaria de la Defensa Nacional, los Gobiernos de los Estados de Coahuila de Zaragoza, Chihuahua y Durango, así como los 38 Municipios del Estado representados por el Presidente Municipal de San Pedro Coahuila, así como diversas Cámaras y Organizaciones Empresariales, con objeto de llevar a cabo en el Municipio de San Pedro Coahuila, la construcción de las Instalaciones de una Brigada de Policía Militar, compuesta por un Cuartel General de Brigada, Tres Batallones de Policía Militar y un Batallón de Operaciones Especiales.

RESULTANDO

PRIMERO. Que le fue turnada a estas Comisiones Unidas de Finanzas y Hacienda, una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Acuña, Coahuila, mediante el cual solicita que se autorice a dicho municipio a que afecten sus Participaciones y/o Aportaciones Federales que le correspondan, hasta por la cantidad de $1,813,000.00 (Un Millón Ochocientos Trece Mil Pesos 00/100 M.N.), para cumplir con el pago de las obligaciones económicas contraídas en el Convenio de Colaboración y Concertación entre el Poder Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaria de la Defensa Nacional, los Gobiernos de los Estados de Coahuila de Zaragoza, Chihuahua y Durango, así como los 38 Municipios del Estado representados por el Presidente Municipal de San Pedro Coahuila, así como diversas Cámaras y Organizaciones Empresariales, con objeto de llevar a cabo en el Municipio de San Pedro Coahuila, la construcción de las Instalaciones de una Brigada de Policía Militar, compuesta por un Cuartel General de Brigada, Tres Batallones de Policía Militar y un Batallón de Operaciones Especiales.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente del Pleno del Congreso, se turnó dicha Iniciativa a estas Comisiones Unidas de Finanzas y Hacienda, para su estudio, dictamen; y

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Que conforme a lo dispuesto por los Artículos 67 fracción XIV y 158-U fracción II, numeral 2, de la Constitución Política del Estado, así como el Artículo 102 fracción II, numeral 3 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, los municipios podrán celebrar  los convenios y contratos que fueran favorables o necesarios en los distintos ramos de la administración pública municipal, con los Gobierno Federal, Estatal y otros Gobiernos Municipales de la Entidad o de otras Entidades. 
SEGUNDO.  La Ley de Coordinación Fiscal, en su Artículo 9 estipula que:  “Las participaciones que correspondan a las Entidades y los Municipios son inembargables; no pueden afectarse a fines específicos, ni estar sujetas a retención, salvo aquéllas correspondientes al Fondo General de Participaciones, al Fondo de Fomento Municipal y a los recursos a los que se refiere el artículo 4-A, fracción I, de la presente Ley, que podrán ser afectadas en garantía, como fuente de pago de obligaciones contraídas por las Entidades o los Municipios, o afectadas en ambas modalidades, con autorización de las legislaturas locales e inscritas en el Registro Público Único, de conformidad con el Capítulo VI del Título Tercero de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios, a favor de la Federación, de las instituciones de Crédito que operen en territorio nacional, así como de las personas físicas o morales de nacionalidad mexicana.

Los Municipios podrán convenir que la Entidad correspondiente afecte sus participaciones o aportaciones susceptibles de afectación, para efectos de lo establecido en el párrafo anterior de este artículo.”

TERCERO. Que de conformidad con las disposiciones que anteceden, el Ayuntamiento del Municipio de Acuña, presento certificación del acta de cabildo aprobada por mayoría con fecha 3 de junio del año 2016, mediante el cual solicita que se autorice a dicho municipio a que afecten sus Participaciones y/o Aportaciones Federales que le correspondan, hasta por la cantidad de $1,813,000.00 (Un Millón Ochocientos Trece Mil Pesos 00/100 M.N.),para cumplir con el pago de las obligaciones económicas contraídas en el Convenio de Colaboración y Concertación entre el Poder Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaria de la Defensa Nacional, los Gobiernos de los Estados de Coahuila de Zaragoza, Chihuahua y Durango, así como los 38 Municipios del Estado representados por el Presidente Municipal de San Pedro Coahuila, así como diversas Cámaras y Organizaciones Empresariales, con objeto de llevar a cabo en el Municipio de San Pedro Coahuila, la construcción de las Instalaciones de una Brigada de Policía Militar, compuesta por un Cuartel General de Brigada, Tres Batallones de Policía Militar y un Batallón de Operaciones Especiales.

CUARTO. Que en certificación de acta de cabildo, también se señala que el Municipio,  autoriza al Presidente Municipal, Secretario del Ayuntamiento y Tesorero Municipal, para que concurran a la suscripción del convenio en el que se afecten sus participaciones y/o aportaciones federales con la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza, en los términos de la Ley de Coordinación Fiscal y demás normatividad Federal y Estatal sobre la materia, por la cantidad antes señalada, recursos que serán destinados al pago de las obligaciones económicas contraídas.

QUINTO.  Que el Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018 establece cinco Metas Nacionales, entre las que se encuentra la denominada “Un México en Paz”, con objeto de garantizar el avance de la democracia, la gobernabilidad y la seguridad de su población. Esta meta, busca fortalecer las instituciones mediante el diálogo y la construcción de acuerdos con los actores políticos y sociales, la formación de la ciudadanía y la corresponsabilidad social, el respeto y la protección de los derechos humanos, la erradicación de la violencia de género, el combate a la corrupción y el fomento de una mayor rendición de cuentas, todo ello orientado a la consolidación de una plena democracia. Asimismo, esta meta responde a un nivel de inseguridad que atenta contra la tranquilidad de los Mexicanos y que, en ocasiones, ha incrementado los costos de producción de las empresas e inhibido la inversión a largo plazo. La prioridad, en términos de seguridad pública, será abatir los delitos que más afectan a la ciudadanía mediante la prevención del delito y la transformación institucional de las fuerzas de seguridad. En este sentido, se busca disminuir los factores de riesgo asociados a la criminalidad, fortalecer el tejido social y las condiciones de vida para inhibir las causas del delito y la violencia, así como formar  policías profesionales, un Nuevo Sistema de Justicia Penal y un sistema de reinserción social para los delincuentes.

Asimismo, la Meta Nacional “Un México en Paz”, dispone que  sea imperativo avanzar hacia un Federalismo Articulado en el que todos los órdenes de gobierno asuman corresponsablemente sus funciones, sin  que alguien sea marginado de participar en alcanzar los grandes objetivos nacionales. En la construcción de un federalismo articulado, es necesario esclarecer los ámbitos de competencia y de responsabilidad de cada orden de gobierno, profundizando la redistribución de autoridad, responsabilidades y recursos hacia las entidades federativas y municipios, ya que a través de mecanismos de diálogo y concertación interinstitucional, podremos alcanzar las grandes Metas Nacionales. 

La Ley de Planeación en sus artículos 33 y 37, prevé que el Ejecutivo Federal podrá convenir con los gobiernos de las entidades federativas, satisfaciendo las formalidades que en cada caso procedan, la coordinación que se requiera a efecto de que dichos gobiernos participen en la planeación nacional de desarrollo; coadyuven, en el ámbito de sus respectivas jurisdicciones a la consecución de los objetivos de la planeación nacional, y para las acciones a realizarse por la Federación y los Estados que se planeen de manera conjunta, considerándose en todos los casos la participación que corresponda a los Municipios, así como que el Ejecutivo Federal, por realización de las acciones previstas en el Plan y los programas, con las representación de los grupos sociales o con los particulares interesados. 

El Plan Estatal de Desarrollo 2011-2017, del Estado de Coahuila de Zaragoza, contempla que los temas de seguridad integral, la seguridad física, patrimonial y jurídica son indispensables para el desarrollo de una sociedad. Su viabilidad depende críticamente de que los ciudadanos puedan desempeñar sus actividades con la certeza de que sobre ellos y sus derechos no se cierne amenaza alguna, y que la estrategia en este campo considera que hay ámbitos en los que la inseguridad pública ha tendido a agravarse y a constituirse en uno de los retos a vencer más importantes para el Gobierno del Estado y para la sociedad en su conjunto. Tal inseguridad forma parte, además, de un fenómeno generalizado en el país, como lo sería en el noreste del territorio nacional, del que forman parte importante entidades federativas como Coahuila de Zaragoza. Es así como el Plan busca combatir las causas de la inseguridad, además de sus síntomas. Prevé, para ello, una efectividad coordinación entre las corporaciones de seguridad de los tres órdenes de gobierno y un cambio de énfasis en las medidas de combate a la delincuencia, dando mayor peso a las actividades de inteligencia y al uso de nuevas tecnologías. Con el propósito de fortalecer las acciones de prevención, se incluye una participación más intensa de la población. La lucha para restablecer el orden y la seguridad en Coahuila de Zaragoza, es una prioridad de ese gobierno y más pronto tendrá éxito con la unión de todas las fuerzas políticas, la iniciativa privada, los medios de comunicación, organizaciones de trabajadores y organizaciones sociales, asociaciones religiosas, instituciones educativas y, en general, toda la comunidad. 

Para tal efecto los municipios del Estado, comprometidos con el proyecto, otorgaran el apoyo convenido, para la construcción de instalaciones para una Brigada de Policía Militar, compuesta por un Cuartel General de Brigada, tres Batallones de Policía Militar y un Batallón de Operaciones Especiales, con lo que se coadyuva a fortalecer la presencia del Instituto Armado, lo que contribuye a la seguridad de los habitantes de los estados y municipios, así como a reactivar los valores cívicos que fomenten la unión y solidaridad de la región, logrando a la par el cumplimiento de las directrices de la nueva Estrategia de Seguridad Nacional, atendiendo no sólo los efectos de la violencia y el delito, sino especialmente, sus causas para construir el México en paz que tanto anhelamos y que es una meta presidencial.
Dicha obra tendrá un costo aproximado de $470,000,000.00 (Cuatrocientos Setenta Millones de Pesos 00/100 M.N.); por lo que los 38 Municipios del Estado de Coahuila, se compromete a aportar conjuntamente la cantidad de $50,000,000.00 (Cincuenta Millones de Pesos 00/100 M.N.) en un plazo de 10 meses y para materializar las aportaciones de los distintos órdenes de Gobierno se constituirá un “Fideicomiso Público Mixto” en el Banco Nacional del Ejército, Fuerza Aérea y Armada, Sociedad Nacional de Crédito.

SEXTO. Estas Comisiones Unidas encontraron que el Municipio de Acuña, ha cubierto los requisitos necesarios para solicitar la autorización para afectar sus participaciones, logrando así incorporarse al convenio de colaboración y concentración, para llevar a cabo la construcción de las Instalaciones de una Brigada de Policía Militar, compuesta por un Cuartel General de Brigada, Tres Batallones de Policía Militar y un Batallón de Operaciones Especiales, el cual proporciona las herramientas necesarias en materia de seguridad, para satisfacer las aspiraciones e intereses nacionales y generarles un lazo de un unión entre las instituciones de los gobiernos Estatales, Municipales, Empresarios y Sociedad Civil.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, se estima que se reúnen los elementos de juicio necesario para elaborar el presente dictamen,  y en atención a lo que dispone el artículo 59 fracción IV de la Constitución Política del Estado, sometemos a consideración de este H. Congreso del Estado, para su estudio, discusión y en su caso, aprobación, el siguiente:
PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de Acuña, Coahuila de Zaragoza, para afectar sus Participaciones y/o Aportaciones Federales que le correspondan, hasta por la cantidad de $1,813,000.00 (Un Millón Ochocientos Trece Mil Pesos 00/100 M.N.), en un plazo de 10 meses, para cumplir con el pago de las obligaciones económicas contraídas en el Convenio de Colaboración y Concertación entre el Poder Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaria de la Defensa Nacional, los Gobiernos de los Estados de Coahuila de Zaragoza, Chihuahua y Durango, así como los 38 Municipios del Estado representados por el Presidente Municipal de San Pedro Coahuila, así como diversas Cámaras y Organizaciones Empresariales, con objeto de llevar a cabo en el Municipio de San Pedro Coahuila, la construcción de las Instalaciones de una Brigada de Policía Militar, compuesta por un Cuartel General de Brigada, Tres Batallones de Policía Militar y un Batallón de Operaciones Especiales.

ARTÍCULO SEGUNDO. Se autoriza al Presidente Municipal, Secretario del Ayuntamiento y Tesorero Municipal, a que concurran a la suscripción del convenio en el que se afecten sus participaciones y/o aportaciones federales con la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza, en los términos de la Ley de Coordinación Fiscal y demás normatividad Federal y Estatal sobre la materia, por la cantidad antes señalada, recursos que serán destinados al pago de las obligaciones económicas contraídas.

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.-  Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 12 de julio de 2016.

POR LA COMISIÓN DE FINANZAS DE LA LX LEGISLATURA

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Antonio Nerio Maltos

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier Díaz González.

Secretario  


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Verónica Martínez García


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Martha Carolina Morales Iribarren


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Luisa Ivone Gallegos Martínez


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




POR LA COMISIÓN DE HACIENDA DE LA LX LEGISLATURA

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Luis Gurza Jaidar

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Melchor Sánchez de la Fuente

Secretario  


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. José María Fraustro Siller


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier Díaz González


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Sergio Garza Castillo


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Lariza Montiel Luis


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Claudia Elisa Morales Salazar


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




Es cuanto.

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza:

Gracias Diputada. 

Esta Presidencia somete a consideración, el proyecto de decreto contenido en el dictamen.   Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar su intervención. 
No habiendo intervenciones, procederemos a votar el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración.  las Diputadas y Diputados emitiremos nuestro voto mediante el sistema electrónico.  Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez, sírvase tomar nota de la votación e infórmenos sobre el resultado. 

Abrimos sistema.   Cerramos sistema. 

Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez:

Diputado Presidente, el resultado de la votación es el siguiente: 21 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza: 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración, procédase a la formulación del decreto correspondiente, así como a su envío al Ejecutivo del Estado para su promulgación, publicación y observancia. 

Le solicito a la Diputada Secretaria  Georgina Cano Torralva, que en la forma aprobada se sirva dar lectura al dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Finanzas y de Hacienda, consignado en el Punto 10 B del Orden del Día. 

Diputada Secretaria  Georgina Cano Torralva:

DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Finanzas y Hacienda de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de San Pedro, Coahuila, mediante el cual solicita que se autorice a dicho municipio a que afecten sus Participaciones y/o Aportaciones Federales que le correspondan, hasta por la cantidad de $1,027,000.00 (Un Millón Veintisiete Mil Pesos 00/100 M.N.), para cumplir con el pago de las obligaciones económicas contraídas en el Convenio de Colaboración y Concertación entre el Poder Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaria de la Defensa Nacional, los Gobiernos de los Estados de Coahuila de Zaragoza, Chihuahua y Durango, así como los 38 Municipios del Estado representados por el Presidente Municipal de San Pedro Coahuila, así como diversas Cámaras y Organizaciones Empresariales, con objeto de llevar a cabo en el Municipio de San Pedro Coahuila, la construcción de las Instalaciones de una Brigada de Policía Militar, compuesta por un Cuartel General de Brigada, Tres Batallones de Policía Militar y un Batallón de Operaciones Especiales.

RESULTANDO

PRIMERO. Que le fue turnada a estas Comisiones Unidas de Finanzas y Hacienda, una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de San Pedro, Coahuila, mediante el cual solicita que se autorice a dicho municipio a que afecten sus Participaciones y/o Aportaciones Federales que le correspondan, hasta por la cantidad de $1,027,000.00 (Un Millón Veintisiete Mil Pesos 00/100 M.N.), para cumplir con el pago de las obligaciones económicas contraídas en el Convenio de Colaboración y Concertación entre el Poder Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaria de la Defensa Nacional, los Gobiernos de los Estados de Coahuila de Zaragoza, Chihuahua y Durango, así como los 38 Municipios del Estado representados por el Presidente Municipal de San Pedro Coahuila, así como diversas Cámaras y Organizaciones Empresariales, con objeto de llevar a cabo en el Municipio de San Pedro Coahuila, la construcción de las Instalaciones de una Brigada de Policía Militar, compuesta por un Cuartel General de Brigada, Tres Batallones de Policía Militar y un Batallón de Operaciones Especiales.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente del Pleno del Congreso, se turnó dicha Iniciativa a estas Comisiones Unidas de Finanzas y Hacienda, para su estudio, dictamen; y

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Que conforme a lo dispuesto por los Artículos 67 fracción XIV y 158-U fracción II, numeral 2, de la Constitución Política del Estado, así como el Artículo 102 fracción II, numeral 3 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, los municipios podrán celebrar  los convenios y contratos que fueran favorables o necesarios en los distintos ramos de la administración pública municipal, con los Gobierno Federal, Estatal y otros Gobiernos Municipales de la Entidad o de otras Entidades. 
SEGUNDO.  La Ley de Coordinación Fiscal, en su Artículo 9 estipula que:  “Las participaciones que correspondan a las Entidades y los Municipios son inembargables; no pueden afectarse a fines específicos, ni estar sujetas a retención, salvo aquéllas correspondientes al Fondo General de Participaciones, al Fondo de Fomento Municipal y a los recursos a los que se refiere el artículo 4-A, fracción I, de la presente Ley, que podrán ser afectadas en garantía, como fuente de pago de obligaciones contraídas por las Entidades o los Municipios, o afectadas en ambas modalidades, con autorización de las legislaturas locales e inscritas en el Registro Público Único, de conformidad con el Capítulo VI del Título Tercero de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios, a favor de la Federación, de las instituciones de Crédito que operen en territorio nacional, así como de las personas físicas o morales de nacionalidad mexicana.

Los Municipios podrán convenir que la Entidad correspondiente afecte sus participaciones o aportaciones susceptibles de afectación, para efectos de lo establecido en el párrafo anterior de este artículo.”

TERCERO. Que de conformidad con las disposiciones que anteceden, el Ayuntamiento del Municipio de San Pedro, presento certificación del acta de cabildo aprobada por unanimidad con fecha 30 de mayo del año 2016, mediante el cual solicita que se autorice a dicho municipio a que afecten sus Participaciones y/o Aportaciones Federales que le correspondan, hasta por la cantidad de $1,027,000.00 (Un Millón Veintisiete Mil Pesos 00/100 M.N.),  para cumplir con el pago de las obligaciones económicas contraídas en el Convenio de Colaboración y Concertación entre el Poder Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaria de la Defensa Nacional, los Gobiernos de los Estados de Coahuila de Zaragoza, Chihuahua y Durango, así como los 38 Municipios del Estado representados por el Presidente Municipal de San Pedro Coahuila, así como diversas Cámaras y Organizaciones Empresariales, con objeto de llevar a cabo en el Municipio de San Pedro Coahuila, la construcción de las Instalaciones de una Brigada de Policía Militar, compuesta por un Cuartel General de Brigada, Tres Batallones de Policía Militar y un Batallón de Operaciones Especiales.

CUARTO. Que en certificación de acta de cabildo, también se señala que el Municipio,  autoriza al Presidente Municipal, Secretario del Ayuntamiento y Tesorero Municipal, para que concurran a la suscripción del convenio en el que se afecten sus participaciones y/o aportaciones federales con la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza, en los términos de la Ley de Coordinación Fiscal y demás normatividad Federal y Estatal sobre la materia, por la cantidad antes señalada, recursos que serán destinados al pago de las obligaciones económicas contraídas.

QUINTO.  Que el Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018 establece cinco Metas Nacionales, entre las que se encuentra la denominada “Un México en Paz”, con objeto de garantizar el avance de la democracia, la gobernabilidad y la seguridad de su población. Esta meta, busca fortalecer las instituciones mediante el diálogo y la construcción de acuerdos con los actores políticos y sociales, la formación de la ciudadanía y la corresponsabilidad social, el respeto y la protección de los derechos humanos, la erradicación de la violencia de género, el combate a la corrupción y el fomento de una mayor rendición de cuentas, todo ello orientado a la consolidación de una plena democracia. Asimismo, esta meta responde a un nivel de inseguridad que atenta contra la tranquilidad de los Mexicanos y que, en ocasiones, ha incrementado los costos de producción de las empresas e inhibido la inversión a largo plazo. La prioridad, en términos de seguridad pública, será abatir los delitos que más afectan a la ciudadanía mediante la prevención del delito y la transformación institucional de las fuerzas de seguridad. En este sentido, se busca disminuir los factores de riesgo asociados a la criminalidad, fortalecer el tejido social y las condiciones de vida para inhibir las causas del delito y la violencia, así como formar  policías profesionales, un Nuevo Sistema de Justicia Penal y un sistema de reinserción social para los delincuentes.

Asimismo, la Meta Nacional “Un México en Paz”, dispone que  sea imperativo avanzar hacia un Federalismo Articulado en el que todos los órdenes de gobierno asuman corresponsablemente sus funciones, sin  que alguien sea marginado de participar en alcanzar los grandes objetivos nacionales. En la construcción de un federalismo articulado, es necesario esclarecer los ámbitos de competencia y de responsabilidad de cada orden de gobierno, profundizando la redistribución de autoridad, responsabilidades y recursos hacia las entidades federativas y municipios, ya que a través de mecanismos de diálogo y concertación interinstitucional, podremos alcanzar las grandes Metas Nacionales. 

La Ley de Planeación en sus artículos 33 y 37, prevé que el Ejecutivo Federal podrá convenir con los gobiernos de las entidades federativas, satisfaciendo las formalidades que en cada caso procedan, la coordinación que se requiera a efecto de que dichos gobiernos participen en la planeación nacional de desarrollo; coadyuven, en el ámbito de sus respectivas jurisdicciones a la consecución de los objetivos de la planeación nacional, y para las acciones a realizarse por la Federación y los Estados que se planeen de manera conjunta, considerándose en todos los casos la participación que corresponda a los Municipios, así como que el Ejecutivo Federal, por realización de las acciones previstas en el Plan y los programas, con las representación de los grupos sociales o con los particulares interesados. 

El Plan Estatal de Desarrollo 2011-2017, del Estado de Coahuila de Zaragoza, contempla que los temas de seguridad integral, la seguridad física, patrimonial y jurídica son indispensables para el desarrollo de una sociedad. Su viabilidad depende críticamente de que los ciudadanos puedan desempeñar sus actividades con la certeza de que sobre ellos y sus derechos no se cierne amenaza alguna, y que la estrategia en este campo considera que hay ámbitos en los que la inseguridad pública ha tendido a agravarse y a constituirse en uno de los retos a vencer más importantes para el Gobierno del Estado y para la sociedad en su conjunto. Tal inseguridad forma parte, además, de un fenómeno generalizado en el país, como lo sería en el noreste del territorio nacional, del que forman parte importante entidades federativas como Coahuila de Zaragoza. Es así como el Plan busca combatir las causas de la inseguridad, además de sus síntomas. Prevé, para ello, una efectividad coordinación entre las corporaciones de seguridad de los tres órdenes de gobierno y un cambio de énfasis en las medidas de combate a la delincuencia, dando mayor peso a las actividades de inteligencia y al uso de nuevas tecnologías. Con el propósito de fortalecer las acciones de prevención, se incluye una participación más intensa de la población. La lucha para restablecer el orden y la seguridad en Coahuila de Zaragoza, es una prioridad de ese gobierno y más pronto tendrá éxito con la unión de todas las fuerzas políticas, la iniciativa privada, los medios de comunicación, organizaciones de trabajadores y organizaciones sociales, asociaciones religiosas, instituciones educativas y, en general, toda la comunidad. 

Para tal efecto los municipios del Estado, comprometidos con el proyecto, otorgaran el apoyo convenido, para la construcción de instalaciones para una Brigada de Policía Militar, compuesta por un Cuartel General de Brigada, tres Batallones de Policía Militar y un Batallón de Operaciones Especiales, con lo que se coadyuva a fortalecer la presencia del Instituto Armado, lo que contribuye a la seguridad de los habitantes de los estados y municipios, así como a reactivar los valores cívicos que fomenten la unión y solidaridad de la región, logrando a la par el cumplimiento de las directrices de la nueva Estrategia de Seguridad Nacional, atendiendo no sólo los efectos de la violencia y el delito, sino especialmente, sus causas para construir el México en paz que tanto anhelamos y que es una meta presidencial.
Dicha obra tendrá un costo aproximado de $470,000,000.00 (Cuatrocientos Setenta Millones de Pesos 00/100 M.N.); por lo que los 38 Municipios del Estado de Coahuila, se compromete a aportar conjuntamente la cantidad de $50,000,000.00 (Cincuenta Millones de Pesos 00/100 M.N.) en un plazo de 10 meses y para materializar las aportaciones de los distintos órdenes de Gobierno se constituirá un “Fideicomiso Público Mixto” en el Banco Nacional del Ejército, Fuerza Aérea y Armada, Sociedad Nacional de Crédito.

SEXTO. Estas Comisiones Unidas encontraron que el Municipio de San Pedro, ha cubierto los requisitos necesarios para solicitar la autorización para afectar sus participaciones, logrando así incorporarse al convenio de colaboración y concentración, para llevar a cabo la construcción de las Instalaciones de una Brigada de Policía Militar, compuesta por un Cuartel General de Brigada, Tres Batallones de Policía Militar y un Batallón de Operaciones Especiales, el cual proporciona las herramientas necesarias en materia de seguridad, para satisfacer las aspiraciones e intereses nacionales y generarles un lazo de un unión entre las instituciones de los gobiernos Estatales, Municipales, Empresarios y Sociedad Civil.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, se estima que se reúnen los elementos de juicio necesario para elaborar el presente dictamen,  y en atención a lo que dispone el artículo 59 fracción IV de la Constitución Política del Estado, sometemos a consideración de este H. Congreso del Estado, para su estudio, discusión y en su caso, aprobación, el siguiente:
PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de San Pedro, Coahuila de Zaragoza, para afectar sus Participaciones y/o Aportaciones Federales que le correspondan, hasta por la cantidad de $1,027,000.00 (Un Millón Veintisiete Mil Pesos 00/100 M.N.), en un plazo de 10 meses, para cumplir con el pago de las obligaciones económicas contraídas en el Convenio de Colaboración y Concertación entre el Poder Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaria de la Defensa Nacional, los Gobiernos de los Estados de Coahuila de Zaragoza, Chihuahua y Durango, así como los 38 Municipios del Estado representados por el Presidente Municipal de San Pedro Coahuila, así como diversas Cámaras y Organizaciones Empresariales, con objeto de llevar a cabo en el Municipio de San Pedro Coahuila, la construcción de las Instalaciones de una Brigada de Policía Militar, compuesta por un Cuartel General de Brigada, Tres Batallones de Policía Militar y un Batallón de Operaciones Especiales.

ARTÍCULO SEGUNDO. Se autoriza al Presidente Municipal, Secretario del Ayuntamiento y Tesorero Municipal, a que concurran a la suscripción del convenio en el que se afecten sus participaciones y/o aportaciones federales con la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza, en los términos de la Ley de Coordinación Fiscal y demás normatividad Federal y Estatal sobre la materia, por la cantidad antes señalada, recursos que serán destinados al pago de las obligaciones económicas contraídas.

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.-  Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 12 de julio de 2016.

POR LA COMISIÓN DE FINANZAS DE LA LX LEGISLATURA

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Antonio Nerio Maltos

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier Díaz González.

Secretario  


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Verónica Martínez García


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Martha Carolina Morales Iribarren


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Luisa Ivone Gallegos Martínez


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




POR LA COMISIÓN DE HACIENDA DE LA LX LEGISLATURA

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Luis Gurza Jaidar

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Melchor Sánchez de la Fuente

Secretario  


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. José María Fraustro Siller


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier Díaz González


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Sergio Garza Castillo


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Lariza Montiel Luis


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Claudia Elisa Morales Salazar


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




Es cuanto, Diputado Presidente. 

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza:

Gracias Diputada.
Esta Presidencia somete a consideración el proyecto de decreto contenido en el dictamen.  Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar su intervención. 

No habiendo intervenciones, procederemos a votar el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración.  Las Diputadas y Diputados emitiremos nuestro voto mediante el sistema electrónico.   Diputada Secretaria  Georgina Cano Torralva, sírvase tomar nota de la votación e infórmenos sobre el resultado. 

Se abre el sistema.  Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria  Georgina Cano Torralva:

Diputado Presidente, el resultado de la votación es el siguiente: 20 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza: 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración, procédase a la formulación del decreto correspondiente, así como a su envío al Ejecutivo del Estado para su promulgación, publicación y observancia. 
A continuación, le solicito a la Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez,  que en la forma aprobada se sirva dar lectura al dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Finanzas y de Hacienda, consignado en el Punto 10 C del Orden del Día. 

Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez:

DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Finanzas y Hacienda de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Múzquiz, Coahuila, mediante el cual solicita que se autorice a dicho municipio a que afecten sus Participaciones y/o Aportaciones Federales que le correspondan, hasta por la cantidad de $916,000.00 (Novecientos Diez y Seis Mil Pesos 00/100 M.N.), para cumplir con el pago de las obligaciones económicas contraídas en el Convenio de Colaboración y Concertación entre el Poder Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaria de la Defensa Nacional, los Gobiernos de los Estados de Coahuila de Zaragoza, Chihuahua y Durango, así como los 38 Municipios del Estado representados por el Presidente Municipal de San Pedro,  Coahuila, así como diversas Cámaras y Organizaciones Empresariales, con objeto de llevar a cabo en el Municipio de San Pedro, Coahuila, la construcción de las Instalaciones de una Brigada de Policía Militar, compuesta por un Cuartel General de Brigada, Tres Batallones de Policía Militar y un Batallón de Operaciones Especiales.

RESULTANDO

PRIMERO. Que le fue turnada a estas Comisiones Unidas de Finanzas y Hacienda, una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Múzquiz, Coahuila, mediante el cual solicita que se autorice a dicho municipio a que afecten sus Participaciones y/o Aportaciones Federales que le correspondan, hasta por la cantidad de $916,000.00 (Novecientos Diez y Seis Mil Pesos 00/100 M.N.),  para cumplir con el pago de las obligaciones económicas contraídas en el Convenio de Colaboración y Concertación entre el Poder Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaria de la Defensa Nacional, los Gobiernos de los Estados de Coahuila de Zaragoza, Chihuahua y Durango, así como los 38 Municipios del Estado representados por el Presidente Municipal de San Pedro, Coahuila, así como diversas Cámaras y Organizaciones Empresariales, con objeto de llevar a cabo en el Municipio de San Pedro, Coahuila, la construcción de las Instalaciones de una Brigada de Policía Militar, compuesta por un Cuartel General de Brigada, Tres Batallones de Policía Militar y un Batallón de Operaciones Especiales.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente del Pleno del Congreso, se turnó dicha Iniciativa a estas Comisiones Unidas de Finanzas y Hacienda, para su estudio, dictamen; y

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Que conforme a lo dispuesto por los Artículos 67 fracción XIV y 158-U fracción II, numeral 2, de la Constitución Política del Estado, así como el Artículo 102 fracción II, numeral 3 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, los municipios podrán celebrar  los convenios y contratos que fueran favorables o necesarios en los distintos ramos de la administración pública municipal, con los Gobierno Federal, Estatal y otros Gobiernos Municipales de la Entidad o de otras Entidades. 
SEGUNDO.  La Ley de Coordinación Fiscal, en su Artículo 9 estipula que:  “Las participaciones que correspondan a las Entidades y los Municipios son inembargables; no pueden afectarse a fines específicos, ni estar sujetas a retención, salvo aquéllas correspondientes al Fondo General de Participaciones, al Fondo de Fomento Municipal y a los recursos a los que se refiere el artículo 4-A, fracción I, de la presente Ley, que podrán ser afectadas en garantía, como fuente de pago de obligaciones contraídas por las Entidades o los Municipios, o afectadas en ambas modalidades, con autorización de las legislaturas locales e inscritas en el Registro Público Único, de conformidad con el Capítulo VI del Título Tercero de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios, a favor de la Federación, de las instituciones de Crédito que operen en territorio nacional, así como de las personas físicas o morales de nacionalidad mexicana.

Los Municipios podrán convenir que la Entidad correspondiente afecte sus participaciones o aportaciones susceptibles de afectación, para efectos de lo establecido en el párrafo anterior de este artículo.”

TERCERO. Que de conformidad con las disposiciones que anteceden, el Ayuntamiento del Municipio de Múzquiz, presento certificación del acta de cabildo aprobada por mayoría con fecha 10 de junio del año 2016, mediante el cual solicita que se autorice a dicho municipio a que afecten sus Participaciones y/o Aportaciones Federales que le correspondan, hasta por la cantidad de $916,000.00 (Novecientos Diez y Seis Mil Pesos 00/100 M.N.),  para cumplir con el pago de las obligaciones económicas contraídas en el Convenio de Colaboración y Concertación entre el Poder Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaria de la Defensa Nacional, los Gobiernos de los Estados de Coahuila de Zaragoza, Chihuahua y Durango, así como los 38 Municipios del Estado representados por el Presidente Municipal de San Pedro, Coahuila, así como diversas Cámaras y Organizaciones Empresariales, con objeto de llevar a cabo en el Municipio de San Pedro, Coahuila, la construcción de las Instalaciones de una Brigada de Policía Militar, compuesta por un Cuartel General de Brigada, Tres Batallones de Policía Militar y un Batallón de Operaciones Especiales.

CUARTO. Que en certificación de acta de cabildo, también se señala que el Municipio,  autoriza al Presidente Municipal, Secretario del Ayuntamiento y Tesorero Municipal, para que concurran a la suscripción del convenio en el que se afecten sus participaciones y/o aportaciones federales con la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza, en los términos de la Ley de Coordinación Fiscal y demás normatividad Federal y Estatal sobre la materia, por la cantidad antes señalada, recursos que serán destinados al pago de las obligaciones económicas contraídas.

QUINTO.  Que el Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018 establece cinco Metas Nacionales, entre las que se encuentra la denominada “Un México en Paz”, con objeto de garantizar el avance de la democracia, la gobernabilidad y la seguridad de su población. Esta meta, busca fortalecer las instituciones mediante el diálogo y la construcción de acuerdos con los actores políticos y sociales, la formación de la ciudadanía y la corresponsabilidad social, el respeto y la protección de los derechos humanos, la erradicación de la violencia de género, el combate a la corrupción y el fomento de una mayor rendición de cuentas, todo ello orientado a la consolidación de una plena democracia. Asimismo, esta meta responde a un nivel de inseguridad que atenta contra la tranquilidad de los Mexicanos y que, en ocasiones, ha incrementado los costos de producción de las empresas e inhibido la inversión a largo plazo. La prioridad, en términos de seguridad pública, será abatir los delitos que más afectan a la ciudadanía mediante la prevención del delito y la transformación institucional de las fuerzas de seguridad. En este sentido, se busca disminuir los factores de riesgo asociados a la criminalidad, fortalecer el tejido social y las condiciones de vida para inhibir las causas del delito y la violencia, así como formar  policías profesionales, un Nuevo Sistema de Justicia Penal y un sistema de reinserción social para los delincuentes.

Asimismo, la Meta Nacional “Un México en Paz”, dispone que  sea imperativo avanzar hacia un Federalismo Articulado en el que todos los órdenes de gobierno asuman corresponsablemente sus funciones, sin  que alguien sea marginado de participar en alcanzar los grandes objetivos nacionales. En la construcción de un federalismo articulado, es necesario esclarecer los ámbitos de competencia y de responsabilidad de cada orden de gobierno, profundizando la redistribución de autoridad, responsabilidades y recursos hacia las entidades federativas y municipios, ya que a través de mecanismos de diálogo y concertación interinstitucional, podremos alcanzar las grandes Metas Nacionales. 

La Ley de Planeación en sus artículos 33 y 37, prevé que el Ejecutivo Federal podrá convenir con los gobiernos de las entidades federativas, satisfaciendo las formalidades que en cada caso procedan, la coordinación que se requiera a efecto de que dichos gobiernos participen en la planeación nacional de desarrollo; coadyuven, en el ámbito de sus respectivas jurisdicciones a la consecución de los objetivos de la planeación nacional, y para las acciones a realizarse por la Federación y los Estados que se planeen de manera conjunta, considerándose en todos los casos la participación que corresponda a los Municipios, así como que el Ejecutivo Federal, por realización de las acciones previstas en el Plan y los programas, con las representación de los grupos sociales o con los particulares interesados. 

El Plan Estatal de Desarrollo 2011-2017, del Estado de Coahuila de Zaragoza, contempla que los temas de seguridad integral, la seguridad física, patrimonial y jurídica son indispensables para el desarrollo de una sociedad. Su viabilidad depende críticamente de que los ciudadanos puedan desempeñar sus actividades con la certeza de que sobre ellos y sus derechos no se cierne amenaza alguna, y que la estrategia en este campo considera que hay ámbitos en los que la inseguridad pública ha tendido a agravarse y a constituirse en uno de los retos a vencer más importantes para el Gobierno del Estado y para la sociedad en su conjunto. Tal inseguridad forma parte, además, de un fenómeno generalizado en el país, como lo sería en el noreste del territorio nacional, del que forman parte importante entidades federativas como Coahuila de Zaragoza. Es así como el Plan busca combatir las causas de la inseguridad, además de sus síntomas. Prevé, para ello, una efectividad coordinación entre las corporaciones de seguridad de los tres órdenes de gobierno y un cambio de énfasis en las medidas de combate a la delincuencia, dando mayor peso a las actividades de inteligencia y al uso de nuevas tecnologías. Con el propósito de fortalecer las acciones de prevención, se incluye una participación más intensa de la población. La lucha para restablecer el orden y la seguridad en Coahuila de Zaragoza, es una prioridad de ese gobierno y más pronto tendrá éxito con la unión de todas las fuerzas políticas, la iniciativa privada, los medios de comunicación, organizaciones de trabajadores y organizaciones sociales, asociaciones religiosas, instituciones educativas y, en general, toda la comunidad. 

Para tal efecto los municipios del Estado, comprometidos con el proyecto, otorgaran el apoyo convenido, para la construcción de instalaciones para una Brigada de Policía Militar, compuesta por un Cuartel General de Brigada, tres Batallones de Policía Militar y un Batallón de Operaciones Especiales, con lo que se coadyuva a fortalecer la presencia del Instituto Armado, lo que contribuye a la seguridad de los habitantes de los estados y municipios, así como a reactivar los valores cívicos que fomenten la unión y solidaridad de la región, logrando a la par el cumplimiento de las directrices de la nueva Estrategia de Seguridad Nacional, atendiendo no sólo los efectos de la violencia y el delito, sino especialmente, sus causas para construir el México en paz que tanto anhelamos y que es una meta presidencial.
Dicha obra tendrá un costo aproximado de $470,000,000.00 (Cuatrocientos Setenta Millones de Pesos 00/100 M.N.); por lo que los 38 Municipios del Estado de Coahuila, se compromete a aportar conjuntamente la cantidad de $50,000,000.00 (Cincuenta Millones de Pesos 00/100 M.N.) en un plazo de 10 meses y para materializar las aportaciones de los distintos órdenes de Gobierno se constituirá un “Fideicomiso Público Mixto” en el Banco Nacional del Ejército, Fuerza Aérea y Armada, Sociedad Nacional de Crédito.

SEXTO. Estas Comisiones Unidas encontraron que el Municipio de Múzquiz, ha cubierto los requisitos necesarios para solicitar la autorización para afectar sus participaciones, logrando así incorporarse al convenio de colaboración y concentración, para llevar a cabo la construcción de las Instalaciones de una Brigada de Policía Militar, compuesta por un Cuartel General de Brigada, Tres Batallones de Policía Militar y un Batallón de Operaciones Especiales, el cual proporciona las herramientas necesarias en materia de seguridad, para satisfacer las aspiraciones e intereses nacionales y generarles un lazo de un unión entre las instituciones de los gobiernos Estatales, Municipales, Empresarios y Sociedad Civil.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, se estima que se reúnen los elementos de juicio necesario para elaborar el presente dictamen,  y en atención a lo que dispone el artículo 59 fracción IV de la Constitución Política del Estado, sometemos a consideración de este H. Congreso del Estado, para su estudio, discusión y en su caso, aprobación, el siguiente:
PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de Múzquiz, Coahuila de Zaragoza, para afectar sus Participaciones y/o Aportaciones Federales que le correspondan, hasta por la cantidad de $916,000.00 (Novecientos Diez y Seis Mil Pesos 00/100 M.N.), en un plazo de 10 meses, para cumplir con el pago de las obligaciones económicas contraídas en el Convenio de Colaboración y Concertación entre el Poder Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaria de la Defensa Nacional, los Gobiernos de los Estados de Coahuila de Zaragoza, Chihuahua y Durango, así como los 38 Municipios del Estado representados por el Presidente Municipal de San Pedro, Coahuila, así como diversas Cámaras y Organizaciones Empresariales, con objeto de llevar a cabo en el Municipio de San Pedro, Coahuila, la construcción de las Instalaciones de una Brigada de Policía Militar, compuesta por un Cuartel General de Brigada, Tres Batallones de Policía Militar y un Batallón de Operaciones Especiales.

ARTÍCULO SEGUNDO. Se autoriza al Presidente Municipal, Secretario del Ayuntamiento y Tesorero Municipal, a que concurran a la suscripción del convenio en el que se afecten sus participaciones y/o aportaciones federales con la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza, en los términos de la Ley de Coordinación Fiscal y demás normatividad Federal y Estatal sobre la materia, por la cantidad antes señalada, recursos que serán destinados al pago de las obligaciones económicas contraídas.

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.-  Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 12 de julio de 2016.

POR LA COMISIÓN DE FINANZAS DE LA LX LEGISLATURA

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Antonio Nerio Maltos

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier Díaz González.

Secretario  


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Verónica Martínez García


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Martha Carolina Morales Iribarren


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Luisa Ivone Gallegos Martínez


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




POR LA COMISIÓN DE HACIENDA DE LA LX LEGISLATURA

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Luis Gurza Jaidar

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Melchor Sánchez de la Fuente

Secretario  


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. José María Fraustro Siller


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier Díaz González


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Sergio Garza Castillo


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Lariza Montiel Luis


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Claudia Elisa Morales Salazar


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




Es cuanto.

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza: 

Gracias Diputada. 

Esta Presidencia somete a consideración, el proyecto de decreto contenido en el dictamen.  Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar su intervención. 

No habiendo intervenciones, procederemos a votar el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración.  Las Diputadas y Diputados emitiremos nuestro voto mediante el sistema electrónico.  Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez, sírvase tomar nota de la votación e infórmenos sobre el resultado. 

Abrimos sistema.  Cerramos sistema. 

Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez:

Diputado Presidente, el resultado de la votación es el siguiente: 21 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 
Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza: 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración, procédase a la formulación del decreto correspondiente, así como a su envío al Ejecutivo del Estado para su promulgación, publicación y observancia. 

Le solicito a la Diputada Secretaria  Georgina Cano Torralva, que en la forma aprobada se sirva dar lectura al dictamen presentado por las comisiones unidas de Finanzas y de Hacienda consignado en el Punto 10 D del Orden del Día. 

Diputada Secretaria  Georgina Cano Torralva:

DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Finanzas y Hacienda de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Escobedo, Coahuila, mediante el cual solicita que se autorice a dicho municipio a que afecten sus Participaciones y/o Aportaciones Federales que le correspondan, hasta por la cantidad de $263,000.00 (Doscientos Sesenta y Tres Mil Pesos 00/100 M.N.), para cumplir con el pago de las obligaciones económicas contraídas en el Convenio de Colaboración y Concertación entre el Poder Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaria de la Defensa Nacional, los Gobiernos de los Estados de Coahuila de Zaragoza, Chihuahua y Durango, así como los 38 Municipios del Estado representados por el Presidente Municipal de San Pedro, Coahuila, así como diversas Cámaras y Organizaciones Empresariales, con objeto de llevar a cabo en el Municipio de San Pedro, Coahuila, la construcción de las Instalaciones de una Brigada de Policía Militar, compuesta por un Cuartel General de Brigada, Tres Batallones de Policía Militar y un Batallón de Operaciones Especiales.

RESULTANDO

PRIMERO. Que le fue turnada a estas Comisiones Unidas de Finanzas y Hacienda, una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Escobedo, Coahuila, mediante el cual solicita que se autorice a dicho municipio a que afecten sus Participaciones y/o Aportaciones Federales que le correspondan, hasta por la cantidad de $263,000.00 (Doscientos Sesenta y Tres Mil Pesos 00/100 M.N.), para cumplir con el pago de las obligaciones económicas contraídas en el Convenio de Colaboración y Concertación entre el Poder Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaria de la Defensa Nacional, los Gobiernos de los Estados de Coahuila de Zaragoza, Chihuahua y Durango, así como los 38 Municipios del Estado representados por el Presidente Municipal de San Pedro, Coahuila, así como diversas Cámaras y Organizaciones Empresariales, con objeto de llevar a cabo en el Municipio de San Pedro, Coahuila, la construcción de las Instalaciones de una Brigada de Policía Militar, compuesta por un Cuartel General de Brigada, Tres Batallones de Policía Militar y un Batallón de Operaciones Especiales.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente del Pleno del Congreso, se turnó dicha Iniciativa a estas Comisiones Unidas de Finanzas y Hacienda, para su estudio, dictamen; y

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Que conforme a lo dispuesto por los Artículos 67 fracción XIV y 158-U fracción II, numeral 2, de la Constitución Política del Estado, así como el Artículo 102 fracción II, numeral 3 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, los municipios podrán celebrar  los convenios y contratos que fueran favorables o necesarios en los distintos ramos de la administración pública municipal, con los Gobierno Federal, Estatal y otros Gobiernos Municipales de la Entidad o de otras Entidades. 
SEGUNDO.  La Ley de Coordinación Fiscal, en su Artículo 9 estipula que:  “Las participaciones que correspondan a las Entidades y los Municipios son inembargables; no pueden afectarse a fines específicos, ni estar sujetas a retención, salvo aquéllas correspondientes al Fondo General de Participaciones, al Fondo de Fomento Municipal y a los recursos a los que se refiere el artículo 4-A, fracción I, de la presente Ley, que podrán ser afectadas en garantía, como fuente de pago de obligaciones contraídas por las Entidades o los Municipios, o afectadas en ambas modalidades, con autorización de las legislaturas locales e inscritas en el Registro Público Único, de conformidad con el Capítulo VI del Título Tercero de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios, a favor de la Federación, de las instituciones de Crédito que operen en territorio nacional, así como de las personas físicas o morales de nacionalidad mexicana.

Los Municipios podrán convenir que la Entidad correspondiente afecte sus participaciones o aportaciones susceptibles de afectación, para efectos de lo establecido en el párrafo anterior de este artículo.”

TERCERO. Que de conformidad con las disposiciones que anteceden, el Ayuntamiento del Municipio de Escobedo, presento certificación del acta de cabildo aprobada por unanimidad con fecha 20 de mayo del año 2016, mediante el cual solicita que se autorice a dicho municipio a que afecten sus Participaciones y/o Aportaciones Federales que le correspondan, hasta por la cantidad de $263,000.00 (Doscientos Sesenta y Tres Mil Pesos 00/100 M.N.), para cumplir con el pago de las obligaciones económicas contraídas en el Convenio de Colaboración y Concertación entre el Poder Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaria de la Defensa Nacional, los Gobiernos de los Estados de Coahuila de Zaragoza, Chihuahua y Durango, así como los 38 Municipios del Estado representados por el Presidente Municipal de San Pedro, Coahuila, así como diversas Cámaras y Organizaciones Empresariales, con objeto de llevar a cabo en el Municipio de San Pedro, Coahuila, la construcción de las Instalaciones de una Brigada de Policía Militar, compuesta por un Cuartel General de Brigada, Tres Batallones de Policía Militar y un Batallón de Operaciones Especiales.

CUARTO. Que en certificación de acta de cabildo, también se señala que el Municipio,  autoriza al Presidente Municipal, Secretario del Ayuntamiento y Tesorero Municipal, para que concurran a la suscripción del convenio en el que se afecten sus participaciones y/o aportaciones federales con la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza, en los términos de la Ley de Coordinación Fiscal y demás normatividad Federal y Estatal sobre la materia, por la cantidad antes señalada, recursos que serán destinados al pago de las obligaciones económicas contraídas.

QUINTO.  Que el Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018 establece cinco Metas Nacionales, entre las que se encuentra la denominada “Un México en Paz”, con objeto de garantizar el avance de la democracia, la gobernabilidad y la seguridad de su población. Esta meta, busca fortalecer las instituciones mediante el diálogo y la construcción de acuerdos con los actores políticos y sociales, la formación de la ciudadanía y la corresponsabilidad social, el respeto y la protección de los derechos humanos, la erradicación de la violencia de género, el combate a la corrupción y el fomento de una mayor rendición de cuentas, todo ello orientado a la consolidación de una plena democracia. Asimismo, esta meta responde a un nivel de inseguridad que atenta contra la tranquilidad de los Mexicanos y que, en ocasiones, ha incrementado los costos de producción de las empresas e inhibido la inversión a largo plazo. La prioridad, en términos de seguridad pública, será abatir los delitos que más afectan a la ciudadanía mediante la prevención del delito y la transformación institucional de las fuerzas de seguridad. En este sentido, se busca disminuir los factores de riesgo asociados a la criminalidad, fortalecer el tejido social y las condiciones de vida para inhibir las causas del delito y la violencia, así como formar  policías profesionales, un Nuevo Sistema de Justicia Penal y un sistema de reinserción social para los delincuentes.

Asimismo, la Meta Nacional “Un México en Paz”, dispone que  sea imperativo avanzar hacia un Federalismo Articulado en el que todos los órdenes de gobierno asuman corresponsablemente sus funciones, sin  que alguien sea marginado de participar en alcanzar los grandes objetivos nacionales. En la construcción de un federalismo articulado, es necesario esclarecer los ámbitos de competencia y de responsabilidad de cada orden de gobierno, profundizando la redistribución de autoridad, responsabilidades y recursos hacia las entidades federativas y municipios, ya que a través de mecanismos de diálogo y concertación interinstitucional, podremos alcanzar las grandes Metas Nacionales. 

La Ley de Planeación en sus artículos 33 y 37, prevé que el Ejecutivo Federal podrá convenir con los gobiernos de las entidades federativas, satisfaciendo las formalidades que en cada caso procedan, la coordinación que se requiera a efecto de que dichos gobiernos participen en la planeación nacional de desarrollo; coadyuven, en el ámbito de sus respectivas jurisdicciones a la consecución de los objetivos de la planeación nacional, y para las acciones a realizarse por la Federación y los Estados que se planeen de manera conjunta, considerándose en todos los casos la participación que corresponda a los Municipios, así como que el Ejecutivo Federal, por realización de las acciones previstas en el Plan y los programas, con las representación de los grupos sociales o con los particulares interesados. 

El Plan Estatal de Desarrollo 2011-2017, del Estado de Coahuila de Zaragoza, contempla que los temas de seguridad integral, la seguridad física, patrimonial y jurídica son indispensables para el desarrollo de una sociedad. Su viabilidad depende críticamente de que los ciudadanos puedan desempeñar sus actividades con la certeza de que sobre ellos y sus derechos no se cierne amenaza alguna, y que la estrategia en este campo considera que hay ámbitos en los que la inseguridad pública ha tendido a agravarse y a constituirse en uno de los retos a vencer más importantes para el Gobierno del Estado y para la sociedad en su conjunto. Tal inseguridad forma parte, además, de un fenómeno generalizado en el país, como lo sería en el noreste del territorio nacional, del que forman parte importante entidades federativas como Coahuila de Zaragoza. Es así como el Plan busca combatir las causas de la inseguridad, además de sus síntomas. Prevé, para ello, una efectividad coordinación entre las corporaciones de seguridad de los tres órdenes de gobierno y un cambio de énfasis en las medidas de combate a la delincuencia, dando mayor peso a las actividades de inteligencia y al uso de nuevas tecnologías. Con el propósito de fortalecer las acciones de prevención, se incluye una participación más intensa de la población. La lucha para restablecer el orden y la seguridad en Coahuila de Zaragoza, es una prioridad de ese gobierno y más pronto tendrá éxito con la unión de todas las fuerzas políticas, la iniciativa privada, los medios de comunicación, organizaciones de trabajadores y organizaciones sociales, asociaciones religiosas, instituciones educativas y, en general, toda la comunidad. 

Para tal efecto los municipios del Estado, comprometidos con el proyecto, otorgaran el apoyo convenido, para la construcción de instalaciones para una Brigada de Policía Militar, compuesta por un Cuartel General de Brigada, tres Batallones de Policía Militar y un Batallón de Operaciones Especiales, con lo que se coadyuva a fortalecer la presencia del Instituto Armado, lo que contribuye a la seguridad de los habitantes de los estados y municipios, así como a reactivar los valores cívicos que fomenten la unión y solidaridad de la región, logrando a la par el cumplimiento de las directrices de la nueva Estrategia de Seguridad Nacional, atendiendo no sólo los efectos de la violencia y el delito, sino especialmente, sus causas para construir el México en paz que tanto anhelamos y que es una meta presidencial.
Dicha obra tendrá un costo aproximado de $470,000,000.00 (Cuatrocientos Setenta Millones de Pesos 00/100 M.N.); por lo que los 38 Municipios del Estado de Coahuila, se compromete a aportar conjuntamente la cantidad de $50,000,000.00 (Cincuenta Millones de Pesos 00/100 M.N.) en un plazo de 10 meses y para materializar las aportaciones de los distintos órdenes de Gobierno se constituirá un “Fideicomiso Público Mixto” en el Banco Nacional del Ejército, Fuerza Aérea y Armada, Sociedad Nacional de Crédito.

SEXTO. Estas Comisiones Unidas encontraron que el Municipio de Escobedo, ha cubierto los requisitos necesarios para solicitar la autorización para afectar sus participaciones, logrando así incorporarse al convenio de colaboración y concentración, para llevar a cabo la construcción de las Instalaciones de una Brigada de Policía Militar, compuesta por un Cuartel General de Brigada, Tres Batallones de Policía Militar y un Batallón de Operaciones Especiales, el cual proporciona las herramientas necesarias en materia de seguridad, para satisfacer las aspiraciones e intereses nacionales y generarles un lazo de un unión entre las instituciones de los gobiernos Estatales, Municipales, Empresarios y Sociedad Civil.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, se estima que se reúnen los elementos de juicio necesario para elaborar el presente dictamen,  y en atención a lo que dispone el artículo 59 fracción IV de la Constitución Política del Estado, sometemos a consideración de este H. Congreso del Estado, para su estudio, discusión y en su caso, aprobación, el siguiente:
PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de Escobedo, Coahuila de Zaragoza, para afectar sus Participaciones y/o Aportaciones Federales que le correspondan, hasta por la cantidad de $263,000.00 (Doscientos Sesenta y Tres Mil Pesos 00/100 M.N.), en un plazo de 10 meses, para cumplir con el pago de las obligaciones económicas contraídas en el Convenio de Colaboración y Concertación entre el Poder Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaria de la Defensa Nacional, los Gobiernos de los Estados de Coahuila de Zaragoza, Chihuahua y Durango, así como los 38 Municipios del Estado representados por el Presidente Municipal de San Pedro, Coahuila, así como diversas Cámaras y Organizaciones Empresariales, con objeto de llevar a cabo en el Municipio de San Pedro, Coahuila, la construcción de las Instalaciones de una Brigada de Policía Militar, compuesta por un Cuartel General de Brigada, Tres Batallones de Policía Militar y un Batallón de Operaciones Especiales.

ARTÍCULO SEGUNDO. Se autoriza al Presidente Municipal, Secretario del Ayuntamiento y Tesorero Municipal, a que concurran a la suscripción del convenio en el que se afecten sus participaciones y/o aportaciones federales con la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza, en los términos de la Ley de Coordinación Fiscal y demás normatividad Federal y Estatal sobre la materia, por la cantidad antes señalada, recursos que serán destinados al pago de las obligaciones económicas contraídas.

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.-  Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 12 de julio de 2016.

POR LA COMISIÓN DE FINANZAS DE LA LX LEGISLATURA

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Antonio Nerio Maltos

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier Díaz González.

Secretario  


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Verónica Martínez García


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Martha Carolina Morales Iribarren


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Luisa Ivone Gallegos Martínez


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




POR LA COMISIÓN DE HACIENDA DE LA LX LEGISLATURA

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Luis Gurza Jaidar

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Melchor Sánchez de la Fuente

Secretario  


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. José María Fraustro Siller


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier Díaz González


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Sergio Garza Castillo


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Lariza Montiel Luis


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Claudia Elisa Morales Salazar


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




Es cuanto, Diputado Presidente. 

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza:

Esta Presidencia somete a consideración el proyecto de decreto contenido en el dictamen.  Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar su intervención. 
No habiendo intervenciones, procederemos a votar el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración.  Las Diputadas y Diputados emitiremos nuestro voto mediante el sistema electrónico.  Diputada Secretaria Georgina Cano Torralva, sírvase tomar nota de la votación e infórmenos sobre el resultado. 

Abrimos sistema.  Cerramos sistema. 

Diputada Secretaria  Georgina Cano Torralva:

Diputado Presidente,  el resultado de la votación es el siguiente: 20 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza: 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración, procédase a la formulación del decreto correspondiente, así como a su envío al Ejecutivo del Estado para su promulgación, publicación y observancia. 

Agotados los puntos del Orden del Día y siendo las 14 horas con 6 minutos del día 1º de Septiembre del año 2016, se da por concluida esta Primera Sesión del Segundo Período Ordinario de Sesiones del Segundo Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado.  Se cita a las Diputadas y Diputados para sesionar a las 14 horas con 20 minutos del día,  hoy,  1º de Septiembre del año 2016. 

Por su atención.  Muchas gracias. 
� http://www.un.org/sustainabledevelopment/es/2015/09/la-asamblea-general-adopta-la-agenda-2030-para-el-desarrollo-sostenible/


� http://www.pnuma.org/forodeministros/19-mexico/documentos/ESPANOL-ILAC.pdf


�http://www.promexico.gob.mx/desarrollo-sustentable/medio-ambiente-y-desarrollo-sustentable-son-los-objetivos-principales-de-green-solutions.html


�http://www.semarnat.gob.mx/sites/default/files/documentos/educacionambiental/publicaciones/Estrategia%20de%20Educaci%C3%B3n%20Ambiental%20para%20la%20Sustentabilidad%20-%20SEMARNAT%202006.pdf


� � HYPERLINK "http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5326569&fecha=13/12/2013" �http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5326569&fecha=13/12/2013�


� http://unesdoc.unesco.org/images/0002/000298/029861so.pdf


�http://www.pnuma.org/educamb/documentos/2016/reunion_rep_dominicana/Borrador_2016_Decision_de_EA_13032016_rev1.pdf





� Burgoa, Ignacio, Renovación de la Constitución de 1917, México, Instituto Mexicano del Amparo, 1994.


� Jorge Carpizo, La reforma constitucional en México. Procedimiento y realidad, Boletín Mexicano de Derecho Comparado, vol.44 no.131, México, mayo/agosto, 2011.





� “El Primer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, en su Tesis Aislada, visible en la página 122, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo I, del mes de Abril de 1995, ha definido a los antecedentes penales como aquellos registros que efectúan las autoridades administrativas o judiciales. 
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� Streeck, W., & Schmitter, P. C. (1985). Community, market, state -and associations? The prospective contribution of interest governance to social order. European Sociological Review, 119-137.
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